
La macrored anti CICIG: estructuras en la que descansa el gobierno de Jimmy Morales 
 
Breve resumen1 
 
El juicio por genocidio contra el general retirado José Efraín Ríos Montt –fallecido el 1 de abril de 2018- 
reactivó una diversidad de redes conectadas a estructuras de poder legales e ilegales. Con el tiempo, su 
transformación en una suerte de telaraña o macrored evidenció la multiplicidad de intereses económicos, 
políticos, religiosos y sus conexiones con poderes ocultos concatenados para lograr objetivos comunes.  
 
Le caracteriza a estas redes la pervivencia por el control del Estado, de los negocios contractuales con las 
instituciones gubernamentales, mantener la corrupción y su andamiaje como una forma de acumulación de 
capital y control del aparato estatal en todas sus formas, su poderosa incidencia en la formulación, 
aprobación y ejecución de marcos legales, la penetración de una ideología de mercado y fundamentos 
ultraconservadores religiosos. 
 
Estas redes jugaron un papel central en el financiamiento de la guerra contrainsurgente. Contribuyeron 
estrechamente a consolidar la participación directa de los gobiernos de Estados Unidos e Israel y 
dictaduras militares sudamericanas en la guerra civil y contrainsurgente encabezada por los gobiernos 
militares de los generales Fernando Romeo Lucas García, Efraín Ríos Montt y Óscar Humberto Mejía 
Víctores. 
 
Son redes que coparticiparon de las violaciones a los derechos humanos y delitos de lesa humanidad en 
los años más cruentos de la guerra civil. Y esa es una de las principales razones de la reacción 
organizada que han manifestado en apoyo al alto mando militar contrainsurgente y genocida de aquellos 
gobiernos. 
 
El juicio por genocidio contra Ríos Montt reactivó organizaciones que hasta antes permanecían 
adormitadas. Provocó el surgimiento de organizaciones con objetivos específicos y posibilitó alianzas que 
dirigieron sus baterías hacia blancos bien definidos: la Comisión Internacional Contra la Impunidad en 
Guatemala (CICIG), la Corte de Constitucionalidad (CC), la Procuraduría de Derechos Humanos (PDH) y 
el Ministerio Público (MP). Quienes dirigen esas instituciones se convirtieron en sus principales enemigos.  
 
De la defensa a ultranza de militares de alto rango acusados de delitos de lesa humanidad, estas redes 
organizadas luego pasarían a la defensa y ataque a favor de redes criminales enraizadas en la estructura 
del Estado procesadas judicialmente por la CICIG y el MP. Finalmente, se posicionarán con mucha 
claridad como la punta de lanza de poderes reales y fácticos para destruir el andamiaje anticorrupción 
montado por la CICIG y aquellas instituciones estatales. Desde ahí, el objetivo es evitar perder el control 
del Estado y/o cuotas de poder que les ha permitido históricamente expoliarlo y hacer uso de ese Estado 
para sus aviesos fines. 
 
Esa macrored, sin embargo, requiere de financiamientos para poder operar. Los nodos que la 
interconectan tienen capacidad para operar por sí mismas. Sus propios integrantes provienen de grupos 
familiares, empresariales, militares y políticos con recursos suficientes para poder operar en espacios 
físicos y virtuales. Pero el hecho de ser un macrored organizada e interconectada operando bajo objetivos 
comunes y al unísono, implica que haya financiamientos de grupos mucho más poderosos. Reconocidos 
grupos empresariales tienden a ser ese soporte financiero, sobre todo porque varios de sus miembros 
pertenecen a esos nodos de la macrored. 
 

                                                           
1 Esta extensa investigación está basada en múltiples fuentes de información que se encuentra en línea, redes sociales, fuentes 
bibliográficas, entrevistas a varios actores citados en el documento, bases de datos gubernamentales, prensa escrita y digital. En 
su mayor parte es información pública, pero que se ha sistematizado de tal manera que se pueda comprender la madeja de 
grupos de poder que se ha entrelazado para lograr el objetivo común de expulsar a la Comisión Internacional Contra la 
Impunidad en Guatemala (CICIG) y retomar el control de importantes instituciones estatales aliadas a la CICIG en la lucha 
contra el crimen organizado y la impunidad. Es una investigación, como cualquier otra, no acabada. Permítase al público lector 
e interesado, seguir con la investigación y hacer uso de la información como mejor crea conveniente. 



La macrored está enfrentada, al mismo tiempo, con los objetivos estadounidenses de parte de su política 
exterior que busca que los Estados nacionales combatan estructuras corruptas y de crimen organizado en 
sus propios países, en función de los intereses económicos y políticos estadounidenses que 
necesariamente tienen que ver con sus proyectos inversionistas y la frágil estabilidad política en que se 
sustentan. 
 
Ese escenario provoca que los bloques de poder se contrapongan y contradigan en algún momento. Los 
mismos grupos corporativos pasan a fraccionarse internamente buscando el camino que más le conviene. 
Sus pragmatismos, proyectos inversionistas, sus cuotas de control del Estado, sus ideologías y 
fundamentos religiosos les hacen pelear entre sí para imponerse.  
 
Entonces, es tarea de esta investigación develar esas estructuras, quiénes las integran, dónde y cómo  
operan y quiénes las financian.  
 
 
Escenarios donde operan 
 
Antes que todo, es preciso mencionar que estas estructuras o redes tienen espacios físicos y virtuales 
donde operan. Los escenarios donde están activadas son fundamentalmente el Congreso de la República, 
la Municipalidad de Guatemala, ciertos partidos políticos como el de gobierno Frente de Convergencia 
Nacional (FCN-Nación), asesores de la gestión gubernamental actual, instituciones tipo ONG vinculadas a 
la Universidad Francisco Marroquín (UFM), ONG de carácter privado asociadas a militares y poderosos 
empresarios con un pasado pro militar, y personajes que interactúan en medios digitales y redes sociales 
al servicio de todas esas instituciones públicas y privadas. 
 
En su mayor parte, cuentan con una extensa red de abogados ya sea que formen parte de las directivas 
de ese andamiaje; les representen en acciones legales contra las figuras enemigas en la Procuraduría de 
Derechos Humanos (PDH), Comisión Internacional contra la Impunidad (CICIG) –empezando por el mismo 
Comisionado Iván Velásquez-, Ministerio Público (MP) y/o Corte de Constitucionalidad (CC); o que actúen 
individualmente pero contratados por grupos o personas que permanecen en el anonimato, pero que se 
sabe pertenecen a ese andamiaje de poder ya que sus objetivos siempre son los mismos: buscar destruir 
esas instituciones y/o a sus principales enemigos que las dirigen para luego cooptarlas. 
 
Son varios niveles y ámbitos en los que operan pero con objetivos comunes: la expulsión de Iván 
Velásquez primero, y después de la CICIG mediante su debilitamiento y acabose, y el control de 
instituciones estratégicas como el MP los mueve en dirección a retomar el control de espacios dentro del 
Estado. Sin esos espacios los riesgos de pérdidas económicas y políticas se acrecientan, pero 
fundamentalmente el control del Estado. 
 
En la última década se dieron determinados hechos que propiciaron que los grupos de poder real y de 
facto se aglutinaran en un solo conglomerado para defender sus intereses. El advenimiento de la CICIG en 
2007; los esfuerzos de depuración de las instituciones a cargo de la administración y aplicación de la 
justicia; el juicio por genocidio a Ríos Montt y los juicios de militares retirados vinculados a delitos de lesa 
humanidad durante la guerra interna; la caída de la macrored criminal dirigida por el ex Presidente de la 
República, Otto Pérez Molina y la ex Vicepresidenta Roxana Baldetti Elías junto con la cúpula del 
desaparecido Partido Patriota (PP); los casos de corrupción que CICIG y MP sacaron a luz y que han 
trascendido hasta alcanzar a poderosos grupos de empresarios y viejas estructuras del poder real pero no 
visibles; y la suspensión de inversiones millonarias en proyectos hidroeléctricos y mineros donde están en 
juego los intereses de los grupos empresariales corporativos que hoy son parte clave del financiamiento 
de esa macrored; y el ataque y criminalización contra aquellas organizaciones y liderazgos comunitarios 
que encabezan la lucha contra la corrupción, la defensa de las riquezas naturales y territorios que habitan, 
que coinciden en los mismos escenarios a favor de la depuración del sistema judicial y del sistema político 
en su conjunto como extensiones de ese poder criminal y corrupto. 
 



El ascenso a la Presidencia de la República de Jimmy Morales Cabrera, propulsó a esa macrored a 
profundizar su campaña contra CICIG y retomar el control de las instituciones del sistema judicial y del 
sistema político. 
 
Coincidió con el interés del mandatario -quien ha sido afectado por la captura de su hermano e hijo en el 
caso de corrupción denominado “Botín Registro de la Propiedad”, investigado por la CICIG y el MP. Tan 
solo un año después de asumir la Presidencia de la República era evidente que el Ejecutivo tenía lazos 
bien atados con la llamada “Juntita Militar”, el bloque de parlamentarios amarrados en el llamado “Pacto de 
Corruptos” y, sobre todo, se formalizó públicamente el espaldarazo de organizaciones de extrema derecha 
integrada por personajes con un historial de larga data vinculados a: 
 

a) La guerra contrainsurgente. 
 

b) El control del Estado. 
 

c) Las adopciones legales e ilegales que afectan a la niñez. 
 

d) Aparatos paramilitares y escuadrones de la muerte. 
 

e) Militares retirados que han integrado el alto mando del Ejército en las últimas cinco décadas. 
 

f)     La defensa a ultranza de la propiedad privada por encima de la propiedad colectiva, comunitaria 
y sus territorios. 

 
g) Un bloque de gente pública y encubierta que se mueve en redes sociales bajo una estrategia de 

ataque y guerra psicológica contra organizaciones sociales, ONG y movimientos comunitarios de 
resistencia contra inversiones en megaproyectos, monocultivos y a actividades primarias 
extractivas como la minería, el petróleo, el agua y gas. 

 
h) Las organizaciones de militares de alta o retirados ligados a la Asociación de Veteranos Militares 

de Guatemala (AVEMILGUA) y de otras expresiones de familiares de militares retirados que han 
sido alcanzados por los procesos judiciales involucrados en crímenes de lesa humanidad, 
violaciones a los derechos humanos y crimen organizado. 

 
Es la vieja alianza militar-empresarial que la guerra contrainsurgente amarró en función del control del 
Estado, que actualmente se ha remozado y recompuesto, y sostiene al gobierno de Jimmy Morales, un 
cristiano evangélico que tiene hoy todo el respaldo del mundo neopentecostal guatemalteco. 
 
Esa alianza tiene una estructura que conforma la macrored. El grupo corporativo que financia; las 
organizaciones de extrema derecha que activan a nivel legal, internacional y que son parte del enlace 
financista de la macrored; las organizaciones y personajes que activan legalmente y en las redes sociales 
toda la campaña abierta y/o encubierta contra sus enemigos. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



ESTRUCTRURA DEL FINANCIAMIENTO DE LA ESTRATEGIA DE DEFENSA Y ATAQUE 
  

 
 
 
El grupo corporativo 
 
Se ha detectado que el grupo que es el principal sustento financiero de la macrored, es aquel que tiene 
razones fundamentales para hacerlo: su pasado en la contrainsurgencia y represión; sus conexiones con 
el Estado y la corrupción; y la defensa de sus millonarias inversiones en riesgo por las acciones de los 
movimientos comunitarios de resistencia contra los megraproyectos. Es el mismo grupo vinculado a 
orientaciones religiosas ultra conservadoras, léase Opus Dei, Alianza Evangélica de Guatemala y el 
movimiento sionista-israelí en Guatemala, y al financiamiento de las organizaciones partidarias de corte 
fanático religioso y de ultraderecha, creadas o vinculadas con el general golpista Efraín Ríos Montt y su 
hija Zury Ríos Sosa: Plataforma NoVenta, Frente Republicano Guatemala (FRG), Partido Republicano 
Institucional (PRI), Visión con Valores (VIVA), y VALOR conformado recientemente y vinculado al que 
fuera el Partido Libertador Progresista (PLG), cuya figura principal siempre fue el abogado Acisclo 
Valladares Molina. 
 
El núcleo de ese grupo corporativo está personificado en Juan Luis Bosch Gutiérrez; José Miguel 
Torrebiarte Novella; José Alejandro Botrán Gómez; y la familia Castillo. Representan parte del llamado G-
8, el bloque de los ocho grupos empresariales más poderosos de Guatemala y que constituye lo más 
granado de la oligarquía nacional actualmente. Los cuatro financiaron al partido gobernante Frente de 



Convergencia Nacional (FCN)-Nación así como lo han hecho con otros que han llegado al gobierno desde 
que los militares iniciaron la transición a gobiernos civiles, en 1986. 
 
 

1) Juan Luis Bosch Gutiérrez: Corporación Multi Inversiones (CMI) 
 

 
 

Copresidente de la Corporación Multi Inversiones (CMI), un conglomerado multifacético que representa a 
uno de los ocho grupos económicos más importantes de Guatemala, vinculado a los sectores generadores 
de electricidad, industria alimenticia, construcción y telecomunicaciones. CMI es una corporación 
fraccionada políticamente. Es dirigida, además de Juan Luis Bosch Gutiérrez, por su hermano Felipe 
Bosch Gutiérrez, y sus primos Juan José Gutiérrez Mayorga y Dionisio Gutiérrez Mayorga. 
 
De los últimos tres, son Felipe y Dionisio quienes visiblemente destacan más en la coyuntura política. El 
primero como Presidente de la Fundación para el Desarrollo de Guatemala (FUNDESA), y el segundo con 
su Fundación Libertad y Desarrollo. Se han dedicado a financiar partidos políticos desde la década de 
1980 y en la coyuntura política generada por “El Serranazo”, el autogolpe protagonizado por el mismo 
Presidente de la República de entonces, Jorge Serrano Elías del partido político Movimiento de Acción 
Solidaria (MAS), figuraron como uno de los grupos empresariales que fueron determinantes en el llamado 
“retorno a la constitucionalidad” y se opusieron al gobernante y al grupo militar de “La Cofradía” que lo 
apoyaba. 
 
El menos público o mediático, es Juan José Gutiérrez Mayorga. Está casado con María Lucía Herrarte 
Colom de Gutiérrez, prima del ex Presidente de la República, Álvaro Colom Caballeros, llevado a la 
Presidencia por el partido Unidad Nacional de la Esperanza (UNE) para el período 2008-2011. El padre de 
ella, el millonario cafetalero de Pueblo Nuevo Viñas, Santa Rosa, Rosalío Herrarte (mejor conocido como 
Chalío, ya fallecido), fue el principal financista de la campaña electoral en 2007. Chalío Herrarte se casó 
con Lulú Colom, hermana del famoso político Manuel Colom Argueta, asesinado el 22 de marzo de 1979 
por el gobierno del general Fernando Romeo Lucas García, ambos tíos de Colom Caballeros. 
 
Los extremos en ese grupo corporativo son Juan Luis y Dionisio. El primero como financista de los grupos 
opositores a la Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG), y el segundo dando su 
espaldarazo a esa instancia internacional. La CMI y sus cuatro directivos-propietarios tienen mucho de que 
cuidarse. Arrastra la fama de estar entre los principales evasores fiscales de Guatemala, cooptando 
instituciones clave en materia de recaudación fiscal como el Ministerio de Finanzas Públicas (MINDEF) y 
la Superintendencia de Administración Tributaria (SAT). Entronizados en el Organismo Judicial (OJ) y el 
Ministerio Público (MP), han logrado contener demandas legales en su contra. Son decenas de empresas 
registradas en el extranjero y en paraísos fiscales que contribuyen a la evasión, incluso, al lavado de 
millones dólares. 
 
No extraña por eso que uno de los acérrimos críticos a la fracción que respalda a la CICIG sea el 
Presidente de la Fundación contra el Terrorismo (FCT), Ricardo Méndez-Ruiz Valdés. La FCT, junto a la 



red netcenter con la que mantienen una estrategia de ataque a esa Comisión, tienen en la mira a Dionisio 
Gutiérrez al igual que aquellos que trabajan para él, tal es el caso de los dos profesores de la Universidad 
Francisco Marroquín (UFM) y analistas políticos, Daniel Haering y Pedro Trujillo. El primero, casado con 
Silvia Gándara Berger, sobrina del ex Presidente de la República, Óscar Berger Perdomo; y el segundo, 
casado con Ana Luisa Aragón Muñoz, Secretaria Ejecutiva de la CMI y Representante en España de 
varias empresas de esa corporación. La familia de Aragón Muñoz está integrado por abogados y auditores 
que tienen a esa Corporación como uno de sus clientes. 
 
Tanto Haering como Trujillo fueron parte de la campaña mediática a favor de Ríos Montt durante la etapa 
de debate abierto en el juicio por genocidio que se abrió en contra del fallecido general en 2013, y con el 
apoyo del también grupo corporativo Cementos Progreso (CEMPRO), contribuyeron, sobre todo Trujillo, a 
criminalizar a movimientos sociales y ONG durante el tiempo que duró ese proceso judicial. Trujillo, junto a 
Sylvia Gereda -en ese momento conduciendo el programa televisivo Informe Especial por Canal Antigua y 
hoy propietaria del medio digital RelatoGT, es esposa de Diego Torrebiarte Alvarado uno de los herederos 
de CEMPRO, directivo de la Cámara de Industria de Guatemala (CIG) e hijo de Carlos Emilio Torrebiarte 
Lantezendorffer. Resulta paradójico entonces, los ataques de la FCT contra esos personajes quienes 
durante el juicio a Ríos Montt fueron prácticamente aliados, pero quienes luego se distanciarán al no ser 
parte de la estrategia contra la CICIG que es impulsada, en parte, por la FCT. 
 
Contrariamente, Méndez-Ruiz se ha cuidado muy bien de no atacar directamente a Juan Luis Bosch, pero 
lo ha hecho contra Felipe Bosch y Dionisio Gutiérrez, que aparecieron públicamente cuando salió a luz 
pública el llamado “Frente contra la Corrupción y la Impunidad” en febrero de 2018. Es de suponer que es 
porque Juan Luis es financista de la red mientras que Dionisio y Felipe no financian a la FCT ni la 
estrategia de ataque a la CICIG. Aliado a la FCT está el diputado Luis Enrique Hernández Azmitia, del 
partido político Visión con Valores (VIVA), quien está considerado como un operador político de Juan Luis 
Bosch en el Congreso de la República, además de ser uno de los congresistas centrales al frente del 
llamado “Pacto de Corruptos”. 
 
Juan Luis Bosch estaría apoyando y financiando, en parte, por sus intereses para defender el proyecto 
hidroeléctrico RENACE en sus cinco fases, localizado en el municipio de San Pedro Carchá, Alta Verapaz 
y, de paso, el de Oxec I y II, localizado en el municipio de Santa María Cahabón, Alta Verapaz, propiedad 
del grupo Energy Resources Capital Corp (ERCC), inscrito en Panamá, en donde destaca el empresario 
guatemalteco Carlos José Alfredo González Asturias, con nexos a poderosos empresarios como la familia 
Minondo Ayau, otro grupo con inversiones en la producción de hidroenergía e involucrado de lleno en la 
estrategia de ataque a la CICIG por medio de su figura más conocida: Raúl Minondo Ayau, alto directivo 
de la Liga Pro Patria. Pieza fundamental en la defensa del proyecto RENACE es Juan Carlos Zapata, 
Director Ejecutivo de FUNDESA y quien es un aliado de la red netcenter montada como parte de la 
estrategia de ataque a la CICIG, y de criminalización de movimientos comunitarios de resistencia pacífica. 
La esposa de Zapata es Marina Martínez García, Coordinadora de Comunicación e Imagen Institucional 
de la empresa RENACE, S.A. 
 
Uno de los representantes legales de las empresas de la CMI fue el abogado Francisco José Palomo 
Tejada, quien también fue el abogado en Jefe del grupo de juristas defensores de Ríos Montt. Palomo 
Tejada fue asesinado en 2015 y previamente había sido diputado del desaparecido partido político Frente 
Republicano Guatemalteco (FRG) en el Parlamento Centroamericano (PARLACEN) durante el gobierno 
de Alfonso Portillo Cabrera (2000-2004) así como Magistrado Suplente de la Corte de Constitucionalidad 
(CC) durante ese gobierno, cuando esta Corte resolvió a favor de la candidatura presidencial de Ríos 
Montt en las elecciones generales de 2003. La viuda de Palomo Tejada es Ana Lucrecia Marroquín 
Godoy, quien fuera diputada al Congreso de la República por el FRG en el período 2004-2008. Junto con 
Zury Ríos Sosa, hija de Ríos Montt, ha promovido y defendido la necesidad de reactivar la Pena de 
Muerte. 
 
La ex diputada Marroquín Godoy viuda de Palomo es hermana de los reconocidos periodistas y directores 
de diarios guatemaltecos Gonzalo Marroquín: Revista Crónica; Óscar Clemente Marroquín: diario La Hora;  
Luis Marroquín: República GT; y prima de Jose Rubén Zamora Marroquín: diario elPeriódico. Más 
conocida como Lucrecia Marroquín viuda de Palomo, es una las principales aliadas de Zury Ríos Sosa 



encabezando ambas un fuerte movimiento contra la CICIG, y respaldadas por las llamadas “damas de 
blanco”, un grupo de mujeres evangélicas neopentecostales pertenecientes a familias que integran los 
principales grupos de poder económico y político en el país aglutinados, algunos, en el G-8. 
 
Otro abogado Representante Legal de las empresas de la CMI es el militar Alberto Antonio Morales 
Velasco, quien también es representante legal de las empresas del Grupo Campollo Codina, y quien fuera 
abogado defensor del ex Ministro de Gobernación, Carlos Vielman Montes, en el “Caso Pavón”. 
 
 

2) CEMPRO/Corporación BI 
 
Cementos Progreso (CEMPRO) es el principal grupo involucrado en el financiamiento de la estrategia 
contra la CICIG. Un grupo familiar controla a este grupo que se observa en las familias socias que 
dominan la dirección de CEMPRO: Torrebiarte, Novella, Chacón, Maegli Novella, Whitbeck, Geisemann y 
Montano Melville. 
 
De los Whitbeck, el socio en CEMPRO es John Whitbeck Cain, hijo de Harris Whitbeck Piñol, quien fuera 
uno de los testigos de Ríos Montt en el juicio por genocidio. Es un empresario constructor que junto a su 
hijo es uno de los dirigentes de la Cámara de la Construcción. Durante los años de la contrainsurgencia 
desplegada con mayor profundidad a partir del golpe de Estado de 1982, logró contratos de construcción 
de caminos y puentes en el Área Ixil, departamento de Quiché. Es uno de los fundadores del desaparecido 
partido político FRG; fue uno de los candidatos a Vicepresidente de la República en el proyecto de la 
“Plataforma NoVenta”, surgida para las elecciones generales de 1990 y la cual estuvo integrada, además 
del FRG, por los desaparecidos partidos políticos Institucional Democrático (PID) y Frente Unido 
Nacionalista (FUN), que quiso llevar a Ríos Montt como candidato presidencial pero fracasaron. Whitbeck 
Piñol también fue Comisionado Presidencial para la Reforma y Modernización del Estado durante el 
gobierno de Berger Perdomo, y Secretario Ejecutivo de la Presidencia del gobierno de Portillo Cabrera. 
Fue brevemente candidato vicepresidencial del Partido Patriota (PP) para las elecciones generales de 
2003, previo a que ese partido integrara la coalición electoral Gran Alianza Nacional (GANA), convertida 
en partido político posteriormente. 
 
De ese grupo familiar que está a la cabeza de CEMPRO, la que mayor control posee es la familia 
Torrebiarte Lantzendorffer, integrada por cinco hermanos:  
 

 Juan Miguel. Presidente del Banco Industrial (BI) y miembro de la Junta Directiva de CEMPRO. El 
secuestro de su esposa, María Olga Ana Teresa Jesús Novella Alvarado, conocido como “Caso 
Mincho” en las vísperas de la firma de los Acuerdos de Paz en 1996, supone parte del 
compromisio extraordinario de la familia con el Alto Mando Militar contrainsurgente y a la campaña 
contra la CICIG; la criminalización y ataques a organizaciones sociales y comunitarias; su estrecha 
alianza con Álvaro Arzú (en cuyo gobierno se dio y resolvió el secuestro) y la criminalización de 
liderazgos que se oponen a la industria extractiva y agronegocios.  
 

 Carlos Emilio Antonio, ya fallecido y quien era suegro de la periodista Sylvia Gereda Valenzuela. 
Fue Presidente de la Hulera Centroamericana S.A., empresa clave del Grupo Cobán fundado por 
los Torrebiarte Lantzendorffer, y ex Presidente de la Junta Directiva del Instituto Guatemalteco de 
Seguridad Social (IGSS) durante el gobierno de Berger Perdomo. 

 

 José Carmelo. Miembro del Consejo Ejecutivo del Grupo Cobán -de la cual forma parte la Industria 
de Calzado Cobán-; Presidente de FUNDESA; Director del Centro para la Acción de la 
Responsabilidad Social Empresarial en Guatemala (CENTRARSE); antiguo Presidente de la 
Asociación de Guatemalteca de Exportadores de Productos No Tradicionales (AGEXPRONT) y de 
la Asociación de Gerentes de Guatemala (AGG). Es esposo de Dianne de Torrebiarte, integrante 
de “Madres Angustiadas”, grupo fundado por Adela Camacho Sinibaldi de Torrebiarte. Esta última, 
candidata presidencial en las elecciones generales de 2011 con su partido Acción de Desarrollo 
Nacional (ADN); Ministra de Gobernación durante el gobierno de Berger Perdomo (2004-2008) y la 
GANA, y quien fungiera como Comisionada Presidencial para la Reforma Policial desde el 



gobierno de Pérez Molina y el PP hasta el actual, del cual renunció recientemente. Adela de 
Torrebiarte estaría participando en la actualidad con el partido político Compromiso, Renovación y 
Orden (CREO). 

 

 Luis Pedro, esposo de Adela Camacho Sinibaldi de Torrebiarte. Ha sido Presidente de 
Cardamomo de Guatemala (CARDEGUA) y dueño de fincas cardamomeras y cafetaleras en 
Cobán, Alta Verapaz. Es psicólogo graduado de la estatal Universidad de San Carlos de 
Guatemala (USAC), pero actualmente es un importante académico del Departamento de 
Psicología de la Universidad Francisco Marroquín (UFM). 

 

 Mario Antonio, fallecido en 1949. 
 
Juan Miguel y Carlos Emilio fueron Presidentes de la Asociación de Amigos del País (AAP), una entidad 
en la que se aglutinan familias oligarcas históricas que detentan el poder económico y político en 
Guatemala. 
 
De CEMPRO/BI, los más activos financistas de la macrored son: 
 

 José Miguel Torrebiarte Novella. Considerado la cabeza más importante del grupo familiar 
heredero, Presidente de CEMPRO como ya se apuntó; co Director de la Fundación Patrimonio 
Cultural y Natural Maya (PACUNAM), e hijo de Juan Miguel Torrebiarte Lantzendorffer y María 
Olga Ana Novella Alvarado de Torrebiarte, quien fuera Presidenta de la “Fundación Carlos F. 
Novella” e integrante del Consejo Consultivo de CENTRARSE. 

 
 José Raúl González Merlo, Director General de CEMPRO. Encargado de recolectar los recursos 

de diversos sectores para financiar la campaña anti CICIG y uno de los principales financistas de 
la FTC de Ricardo Méndez-Ruiz. González Merlo ha sido Vicepresidente Financiero de CEMPRO y 
anteriormente Director Financiero del grupo de Cabcorp Beverage Company (CBC); también 
fungió como Decano de la Facultad de Economía de la UFM. Su esposa es Ana Lucrecia Montes 
Granai de González, Ejecutiva en el grupo financiero GyT Continental. El abuelo de ella, Mario 
Granai, es uno de los fundadores del banco primigenio Granai y Towson (G&T) que después se 
fusionó con el Banco Continental para constituir el grupo financiero. Esa entidad bancaria, cuya 
familia también se encuentra fraccionada en el apoyo a la macrored, está sacudida por los 
problemas internos que enfrenta vinculados a financiamientos y el origen oscuro de los fondos que 
recibe, incluso, en la decisión de apoyar o no a la CICIG. Uno de sus principales directivos del 
grupo, Flavio Montenegro Castillo, ya fallecido, fue procesado siendo Gerente General del Banco 
G&T Continental por el “Caso Cooptación del Estado”, donde se han visto involucrados varios 
empresarios poderosos. La madre de Montenegro Castillo era Yolanda de Jesús Castillo Love de 
Montenegro, una de las familias que controla el Banco Industrial (BI). Su tío era Jorge Castillo 
Love, fundador del Banco Continental y artífice de la fusión con el Granai & Townson. 

 
 Dougherty Novella, altos directivos de CEMPRO el cual han presidido. Es un grupo de hermanos 

comprometidos en la estrategia de financiamiento. Thomas Eugene es el líder del grupo familiar. 
Un hermano, Diego, fue procesado en Sudáfrica por el asesinato de su novia, y condenado a 
cadena perpetua. 

 
 Diego Pulido Aragón, Gerente General del Banco Industrial (BI). Figura que coordina el 

financiamiento desde ese banco para la macrored. Está muy activo en defensa de los intereses 
hidroeléctricos y mineros en Guatemala, ya que el BI es una de las principales fuentes de 
financiamiento de ese tipo de proyectos, sobre todo del proyecto minero “El Escobal” de la 
transnacional estadounidense Tahoe Resources y su subsidiaria en Guatemala: Minera San 
Rafael, Sociedad Anónima (MINERASA). Pulido responde a las familias que controlan BI, que son 
las que han salido más afectadas por las investigaciones anticorrupción que realizan el MP y la 
CICIG. En ese sentido, en el Consejo Directivo del BI puede observarse a altos directivos 
investigados como los Torrebiarte (financiamiento ilícito); los Castillo Arévalo (otro grupo financista 
como se verá más adelante); Köng Vielmann (Hotel Adriatika-Jimmy Morales); Gabriel (Aceros de 



Guatemala-Marco Augusto García Noriega, socio-presidente de CACIF, y presidente del Ingenio 
La Unión); y Arzú Tinoco (familia del fallecido alcalde Álvaro Arzú). 

 
 Diego Rafael Manuel Torrebiarte Alvarado: esposo de Sylvia Gereda Valenzuela y Director de la 

Gremial de Industriales Exportadores y de Hulera Centroamericana S.A. También ha sido 
financista del diario elPeriódico, fundamentalmente cuando su esposa era parte del Concejo 
Editorial de ese medio. 
 

 Carlos Torrebiarte Alvarado: Presidente de la Gremial de Productores de Leche -cuñado de Sylvia 
Gereda Valenzuela-. 
 

 Cementos Progreso (CEMPRO) o Grupo Progreso tal como está registrado en Panamá. Tiene el 
apoyo de su ONG Asociación para la Libertad, el Progreso y el Desarrollo Sostenible (ALPDS), 
encargada de cabildear ante el cuerpo diplomático y en organismos internacionales a favor de los 
proyectos mineros en Guatemala. La Directora Ejecutiva de la ALPDS es Carolina Castellanos, 
quien antes fungía como Gerente de la AMCHAM y quien ha fungido como columnista de la 
plataforma electrónica República Gt. 

 

 
Directores de Grupo Progreso (CEMPRO), inscrito en Panamá. 

 

 ENRIQUE NOVELLA HARRISON (Suplente del Presidente), otros cargos. 
 

 ENRIQUE URRELA NOVELLA (Suplente del secretario), otros cargos. 
 

 EUGENE THOMAS DOUGHERTY, Director / Secretario 
 

 FRANÇOIS BERGER DORION (Suplente Vocal III), otros cargos. 
 

 FREDERICK CHARLES EDWIN MELVILLE NOVELLA (II), Director / Vocal. 
 

 JOSE MIGUEL TORREBIARTE NOVELLA, apoderado. 
 

 JOSE MIGUEL TORREBIARTE NOVELLA, Director / Presidente. 
 

 JUAN ESTUARDO MAEGLI (III), Director / Vocal. 
 

 JUAN MIGUEL TORREBIARTE LANTZENDORFFER, Director. 
 

 JUAN MIGUEL TORREBIARTE LANTZENDORFFER, Tesorero. 
 

 JUAN MIGUEL TORREBIARTE LANTZENDORFFER (I), Vocal. 
 
LA REPRESENTACION LEGAL DE LA SOCIEDAD CORRESPONDERA AL PRESIDENTE EN 
FORMA CONJUNTA CON EL GERENTE GENERAL O SU SUPLENTE. 
 

 MARIO EDUARDO MONTANO MELVILLE, Director. 
 

 MARIO MONTANO MELVILLE, Vicepresidente. 
 

 RAUL ANDRES OLIVERO ARROYO (Suplente del Vicepresidente), otros cargos. 
 

 RODRIGO GORDON GANDARA (Suplente del Vocal Primero y Tesorero), otros cargos. 



 

 STEFANO CARLO OLIVERO ROS, apoderado. 
 

 STEPHANIE ANN MELVILLE MOLINA (Suplente del Vocal Segundo) otros cargos. 
 

 
 
Un caso importante de una de las ramas familiares de los Novella y su involucramiento dentro del llamado 
“Pacto de Corruptos”, es el siguiente: 
 
Carlos Novella Klee, fundador de Cementos Novella-Progreso y de la red familiar, casa con María 
Camacho Díaz-Durán. 
 
Un hijo, Estuardo Novella Camacho casa con Margarita Wyld Goubaud. Una de las hijas de este 
matrimonio: María Marta Novella Wyld, casa con Juan Ulrico Maegli Mueller -de los mayores represores y 
principales financistas de escuadrones de la muerte y del Ejército durante los gobiernos militares de las 
décadas de 1970 y 1980-. De esta última relación nacen Juan Estuardo Maegli Novella, uno de los 
principales directivos de CEMPRO, y Marta María Maegli Novella -Opus Dei-, quien es integrante de 
“Guatemala Inmortal” y una de las financistas de la macrored. 
 
Otra de las hijas, María Eugena Novella Wyld -Nini- casa con Francois Berger; en tanto que una hermana 
de ella, Julia Wyld Goubaud, casa con Carlos Alberto Tejada Milla, de donde nace Carlos Enrique Tejada 
Wyld, primo de las hermanas Novella Wyld y fundador de la empresa Constructora Nacional, Sociedad 
Anónima (CONASA). Tejada Wyld se casó con Blanca Margarita Argueta Méndez, y nace Juan Luis 
Tejada Argueta, uno de los capturados por el “Caso Construcción y Corrupción”, presentado por la CICIG 
y el MP en julio de 2017. 
 
 
2.1  Banco Industrial 
 

 
Consejo de Administración del Banco Industrial (BI) 

 
 

 



Socios del BI y su conexión directa o indirecta con los casos de corrupción investigados o comprometidos 
con la macrored, son: 
 

 Bosch Gutiérrez. 

 Herrera Alvarado (financiamiento ilícito-Ingenio Pantaleón). 

 Castillo Arévalo (Damas de Blanco). 

 Torrebiarte Lantzendorffer (financiamiento ilícito). 

 Torrebiarte  Alvarado (financian por medio de Sylvia Gereda, siendo la FCT una de las principales 
receptoras). 

 Leal Pivaral, Leal Toledo, Leal Mencos (Ingenio Magdalena) involucrados en el “Caso Traficantes 
de Influencias”. 

 Gabriel Abularach (“Caso Aceros de Guatemala”). 

 Novella, Melville (financiamiento ilícito), Lemcke (Cempro, financiamiento ilícito), Springmulh, Arzú 
Tinoco, Dougherty (Cempro, financiamiento ilícito), Bouscayrol (integrantes de Guatemala 
Inmortal), Viteri Arriola (oscuro negocio de Exmibal-Compañía Guatemalteca de Níquel), Kong 
Vielmann (Hotel Adriatika, campaña electoral de Jimmy Morales), Pulido Aragón (financista BI de 
macrored anti Cicig), Solares Riépele. 

 
 

3) Los Castillo 
 
Ligados estrechamente al neopentecostalismo, los sectores evangélicos ultraortodoxos catapultados 
durante el gobierno de facto de Efraín Ríos Montt, la familia Castillo tiene algunos de sus miembros más 
destacados en la macrored, conectados a financiamientos y al activismo anti CICIG, y opuestos 
abiertamente a las reformas institucionales, judiciales y electorales que han propuesto diversas 
expresiones sociales, incluyendo a la CICIG. 
 
De esa familia, es el grupo Castillo Love el más relevante.  
 
La CICIG investigó y documentó a un grupo de poderosos empresarios vinculados a financiamiento 
electoral ilícito, entre los que se encuentra Julio Ramiro Castillo Arévalo. A continuación, el listado: 
 
 

 Felipe Antonio Bosch Gutiérrez, Inversiones Nuevas, S.A. Negocios Bursátiles 
Consolidados S.A. 

 Fraterno Vila Girón, Ingenio San Diego S.A. 

 Herbert González, Ingenio Palo Gordo, Agropecuaria Panorama S.A. 

 José Andrés Botrán Briz, Ingenio Santa Ana 

 José Guillermo Castillo Villacorta, representante de varias distribuidoras. 

 José Miguel Torrebiarte Novella, Cementos Progreso S.A. 

 Julio Ramiro Castillo Arévalo, Banco Industrial 

 Mariana Habbie, contacto de Rodrigo Arenas. 

 Ramiro Alfaro Samayoa, Ingenio Pantaleón. 

http://www.fundesa.org.gt/conozcanos/consejo-de-fiduciarios/felipe-bosch
http://www.prensalibre.com/economia/millonarios-region-Forbes-lista_0_1282671769.html


En ese grupo familiar, alguien muy activa es la hermana de Julio Ramiro Castillo Arévalo. Se trata de 
María Elena Castillo Arévalo de Cabarrús, integrante del grupo “Guatemala Inmortal”, quien acompañó a 
Zury Ríos Sosa -de quien también ha sido financista- y Ricardo Méndez-Ruiz en acciones en el Congreso 
de la República contra las reformas constitucionales al sector justicia propuestas por el MP y la CICIG, en 
abril y mayo de 2017. En ese escenario se concentraron “Guatemala Inmortal”, la Liga Pro Patria y la FTC, 
tres de las principales expresiones base del respaldo político, mediático y cabildero en el que se sostiene 
el gobierno de Jimmy Morales Cabrera y el FCN-Nación. 
 
Hija de Ramiro Castillo Love –BI y Cervecería Centroamericana, quien fuera miembro del Consejo de 
Estado durante el Gobierno de Efraín Ríos Montt y asesinado en 1989-, Castillo Arévalo de Cabarrús se 
casó con Mauricio Roberto Cabarrús Pellecer, Gerente General del Ingenio Pantaleón de la familia 
Herrera, el más grande de Guatemala y financista del oficialista partido político FCN-Nación, según el caso 
de financiamiento electoral ilícito que la CICIG y MP dieron a conocer en abril de 2018. Por ese caso es 
investigado Ramiro Alfaro Samayoa, Gerente General de la empresa Spectrum Inmobiliaria, la 
constructora e inmobiliaria del Grupo Pantaleón a cargo de varios centros comerciales y edificios 
residenciales. 
 
Un hijo de la pareja, es Rafael Cabarrús Castillo, socio en el bufete José Quesada & Asociados que 
preside el abogado José Rolando Quesada Fernández, ex presidente y magistrado de la Corte Suprema 
de Justicia (CSJ) -1996-2001- y ex magistrado suplente de la Corte de Constitucionalidad (CC) -2006-
2011-. Ese bufete es el que estuvo a cargo del controversial contrato de la Terminal de Contenedores 
Quetzal (TCQ) y que forma parte del Caso TCQ, un caso de corrupción puesto al descubierto por el MP y 
la CICIG en abril de 2016, que involucra directamente al expresidente Otto Pérez Molina y a la 
vicepresidenta, Roxana Baldetti. Un hijo de Quesada Fernández es Juan José Quesada Krieger también 
integrante del bufete Quesada & Asociados y uno de los abogados de la Minera San Rafael. Otro abogado 
que ha estado asociado a ese bufete es el actual diputado Fernando Linares Beltranena, considerado uno 
de los cabecillas del llamado Pacto de Corruptos. 
 
Castillo Arévalo de Cabarrús es además una de las Directoras de la Fundación Ramiro Castillo Love –
llamada así en honor a su padre- donde otros hermanos de ella son altos directivos. El Presidente de esa 
fundación es Diego Pulido, de quien ya se habló antes, constituye un miembro clave en el financiamiento 
de la macrored. 
 

 
 



Dentro de la familia Castillo en la macrored aparece también muy activo, Andrés Castillo Caderón, ex 
Presidente del Comité Coordinador de Asociaciones Agrícolas, Comerciales, Industriales y Financieras 
(CACIF) y alto directivo de la Cervecería Centroamericana. Es hijo de Jorge Castillo Love y primo de los 
Castillo Arévalo. Actualmente, preside Inversiones Centroamericanas, S.A. (ICASA, Corporación 
Cervecería Centroamericana). Se le recuerda como uno de los altos directivos empresariales que se 
opuso a la condena por el caso de genocidio dictada contra Ríos Montt en mayo de 2013. Castillo 
Calderón es concuñado de Martín Beltranena Falla, ya fallecido, quien era padre de Daniela Beltranena, 
en prisión preventiva por el “Caso La Línea”, cuyas figuras principales son el ex Presidente y la 
Vicepresidenta de la República, Otto Pérez Molina y Roxana Baldetti Elías. 
 
Un hermano de Martín Beltranena es Francisco Beltranena Falla, ex Directivo del desaparecido PP, y 
actualmente asesor del Presidente de la República, Jimmy Morales, en temas de seguridad e inteligencia. 
De los Beltranena Falla es primo el abogado y diputado por el Partido de Avanzada Nacional (PAN), 
Fernando Linares Beltranena, todo un grupo familiar vinculado al “Pacto de Corruptos” y a la estrategia de 
ataque contra la CICIG. Uno de los lugares donde se concentra este grupo familiar es la Universidad 
Francisco Marroquín (UFM), de la que el padre de los Beltranena Falla y tío de Linares Beltranena, Luis 
Beltranena Valladares, es uno de sus fundadores. 
 
Un ex diputado del extinto partido PRI (antes FRG riosmontista), el abogado Pedro Gálvez Hernández, es 
parte del equipo de abogados de ICASA. Es un ex diputado prófugo por el Caso Plazas Fantasmas, 
puesto al descubierto por el MP y la CICIG en julio de 2015. 
 
 
Uno de los principales soportes de la red y del mandatario es Ricardo Castillo Sinibaldi, Presidente del 
Instituto de Recreación de los Trabajadores (IRTRA) de la empresa privada de Guatemala Descendiente 
de los Castillo Valenzuela, una de las familias que controlan el monopolio cervecero, Castillo Sinibaldi 
arrastra vínculos directos con actores protagónicos de la actual coyuntura. Por un lado, fue candidato a 
Vicepresidente de la República por el extinto PP para las elecciones generales de 2007, cuando Pérez 
Molina se lanzó a la candidatura presidencial por primera vez. Pero, previamente, Castillo Sinibaldi había 
sido Ministro de Desarrollo durante el gobierno del evangélico Jorge Serrano Elías (1991-mayo de 1993) y 
el MAS. Fue uno de los empresarios más fuertes que se opuso a la sentencia condenatoria de Ríos Montt 
por el “Caso Genocidio”. Su nivel de conservadurismo lo refleja en su casamiento con Silvia Beatriz 
Arenales Forno, hermana de Antonio Arenales Forno, quien fuera Secretario de la Secretaría de la Paz 
(SEPAZ) y encargado de la Comisión Presidencial de Derechos Humanos (COPREDEH) durante el 
gobierno de Pérez Molina, y quien también se opuso a esa histórica sentencia 
 
También es muy activa en redes sociales, Stella Regina Dorion Castillo, socia en empresas en Panamá 
con Paulina Toriello Arzú, quien es hija de María del Carmen Lucrecia Arzú Irigoyen de Toriello, hermana 
del fallecido alcalde capitalino, Álvaro Arzú Irigoyen. Dorion Castillo es hija de Regina Castillo Menocal, 
que desciende de los Castillo Lara –Cervecería Centroamericana-. El esposo de Dorion Castillo es un 
Murga Gunther quien es concuñado de María Eugenia Arroyave Morales de Virzi, madre de Nicolás Virzi 
Arroyave uno de los más proactivos miembros de la red anti CICIG. 
 
Virzi Arroyave, además de ser un columnista del medio digital ultraconservador República GT, es 
Vicepresidente de la Junta Directiva de la Cámara de Comercio Guatemalteco Americana (AMCHAM), 
Presidente de su Comité de Promoción de Inversión así como Vicepresidente del Comité de 
Responsabilidad Social Empresarial (RSE). Funge como Director de Admisiones y Actividades 
Académicas Externas en la Escuela de Gobierno, y es profesor de Economía y Política en las 
universidades Rafael Landívar (URL), la universidad jesuita con una tendencia cada vez más ubicándose a 
la derecha; la UFM, de ultraderecha y raíces oligarcas; Universidad del Istmo (UNIS), vinculada al Opus 
Dei; San Pablo, de membresía neopentecostal y propiedad del Harold Caballeros, su Rector y quien fuera 
Ministro de Relaciones Exteriores del PP y candidato presidencial para las elecciones generales de 2012 
con su partido político VIVA; así como de la Escuela de Gobierno, fundada por Dionisio Gutiérrez Mayorga 
de la Corporación CMI. 
 



 
 

En la foto aparecen, a la izquierda y de abajo hacia arriba: María Elena Castillo Arévalo de 
Cabarrus; Marta María Maegli Novella (Tita); Cristy Ibañez-López Amaro de Chávez -más abajo su 

historial-; María José Aris Figueroa de Castillo; y a la par su consuegra Cristina Eugenia Sánchez 
Reguero de Méndez-Ruiz, esposa de Ricardo Méndez-Ruiz Valdés, presidente de la FCT y quien se 

encuentra en medio del grupo sosteniendo el rótulo. 

 

 
 

Ricardo Méndez-Ruiz Valdés y su esposa Cristina Eugenia Sánchez Reguero de Méndez-Ruiz 
 
 
 



De otras ramas de los Castillo está el caso de María José Aris Figueroa, de quien se sabe forma parte de 
una extensa red familiar de las más activas contra la CICIG. Es consuegra de Méndez-Ruiz y Cristina 
Sánchez Reguero. Desciende de la familia Castillo Córdova. Es hija de Danilo Aris Pinto y de una Figueroa 
Saravia. Danilo Aris es hijo de Esther Pinto Usaga y del general Enrique Aris García, quien en 1924, 
durante el gobierno de José María Orellana Pinto, reprimió violentamente una huelga de trabajadores 
bananeros en fincas de Izabal, propiedad de la United Fruit Company (UFCO), donde hubo muchos 
muertos y heridos durante los 27 días que duró la huelga así como 22 dirigentes de los trabajadores 
capturados y expulsados de Guatemala. 
 
Figueroa Saravia, es hija de Gustavo Figueroa Nájera y María Blanca de Jesús Saravia Zirión, quien a la 
vez es hija de María Luis Zirión Lara y Eduardo Saravia Castillo -del grupo familiar de la Cervecería 
Centroamericana- abuela y abuelo respectivamente de Gustavo Saravia Aguirre, Ministro de Economía 
durante el gobierno del evangélico Jorge Serrano Elías -Presidente del Consejo de Estado durante el 
gobierno de facto de Efraín Ríos Montt-. 
 
La señora Saravia Zirión se casó en segundas nupcias con Mario Fernando Pullin Valle, padre de Enrique 
Pullin Prado, quien es el abuelo de Melanie Pullin Sierra, esposa de Álvaro Arzú Escobar, actual 
Presidente del Congreso de la República e hijo del ex Alcalde capitalino y ex Presidente de la República, 
Álvaro Arzú Irigoyen, fallecido en el presente año. 
 

 
 

La familia Aris Figueroa y Castillo Ramírez, emparentados con Méndez-Ruiz 

 



La familia Castillo-Aris 
 
María José Aris Figueroa, consuegra de Ricardo Méndez-Ruiz, está casada con el arquitecto Alfonso 
Castillo Ramírez, alto directivo de la Fundación Mario Dary (FUNDADARY). Castillo Ramírez es hijo de 
Enrique Castillo Arenales, descendiente de los Castillo Valenzuela, propietarios de la Embotelladora La 
Mariposa, y de Elvira Concepción Ramírez Lassepas de Castillo. 
 
Una hermana de Ramírez Lassepas, María del Carmen, se casó con Gustavo Adolfo Anzueto Vielmann, 
lider de extrema derecha, candidato presidencial de la Central Autentica Nacionalista (CAN) –aliado de 
Mario David García, ex candidato presidencial del Partido Patriota (PP)- y Comandante de la Fuerza Áerea 
de Reserva que fue creada por finqueros que ofrecieron sus naves aéreas para transporte militar y 
bombardear poblados durante la guerra civil, y a quienes Ríos Montt les otorgó grado militar. 
 
 
Los Botrán 
 
Cabeza del financiamiento de la macrored en este grupo familiar neopentacostal es José Alejandro Botrán 
Gómez. Fue financista de la candidatura presidencial de Zury Ríos Sosa para las elecciones generales de 
2015 cuando se postuló por el partido VIVA. Sus hijos son los empresarios de apellido Botrán Díaz, 
quienes están a cargo del área de generación de electricidad del ingenio azucarero Santa Ana, de su 
propiedad, por medio de empresas constituidas en Panamá. 
 
Desde 2015, a Botrán Gómez se le ha visto muy de cerca de Ríos Sosa, quizá porque es una familia clave 
en el financiamiento de Zury Ríos. Botrán Gómez es miembro de la familia dueña del Ingenio Santa Ana y 
de Industrias Licoreras, empresa que produce su bebida insignia Ron Botrán; así como del Ingenio Tululá. 
Es tío de José Andrés Botrán Briz (hijo de José Andrés Botrán Gómez) ex Comisionado Presidencial para 
la Reducción de la Desnutrición Crónica, y actualmente uno de los procesados por el caso de 
financiamiento ilícito al FCN-Nación. 
 

 
Zury Ríos y José Alejandro Botrán Gómez 

 



Otra rama de la familia son los Molina Botrán, dueños de las principales plantaciones de palma africana en 
Guatemala como Grupo HAME, (Hugo Alberto Molina Espinoza) muchas de ellas operadas conjuntamente 
con el grupo Agroamérica de la familia Bolaños Valle, emparentada con los Torrebiarte Novella del Grupo 
CEMPRO. Actualmente, los hermanos Hugo Alberto Molina Botrán y Juan Milton Molina Botrán están 
procesados con el cargo de cohecho activo por el caso de evasión fiscal expuesto por el MP y la CICIG en 
enero de 2018, que involucra a varios empresarios. 
 
Ahora como parte de la nueva estrategia recompuesta, Zury Ríos Sosa ha aparecido ahora 
promocionando el partido político VALOR, supuestamente como una agrupación nueva pero que en 
realidad utiliza la ficha del antiguo partido político de Acisclo Valladares Molina:  Partido Libertador 
Progresista (PLP). Este giro político partidario se da luego que apareciera como candidata presidencial 
postulada en 2015 por VIVA, el partido político fundado por el pastor neopentecostal Harold Caballeros, 
quien es egresado de la UFM y antiguo alumno de Manuel Ayau Cordón, Zury Ríos Sosa arrastra el apoyo 
de los principales grupos que conformaron ese partido político y cuenta con el apoyo de importantes 
fracciones del empresariado guatemalteco así como de sectores neopentecostales. 
 

 
 
 
Ahí aparece Cromwell Cuestas, empresario de Volvo Centroamérica y Gerente de Grupo Los Tres, 
también graduado de la UFM, uno de los co-fundadores de VIVA del que era su Secretario General en 
2015 y quien está desde 1987 en El Shaddai, la iglesia de Harold Caballeros. Un segmento importante de 
la familia Arimany, con gran presencia en la industria de papel y la generación de energía eléctrica, 
pertenece a esa iglesia. De hecho, la esposa de Caballeros es Claudia Arimany Tejada, con quien fundó 
empresas offshore para financiar su iglesia y sus candidaturas presidenciales, tanto en 2007 como en 
2011. 
  

 
 
 



En resumen, la estructura empresarial antes citada, se puede apreciar en la gráfica siguiente publicada en 
el informe de la CICIG sobre el caso de Financiamiento Ilícito al partido FCN-Nación, donde las empresas 
citadas pertenecen a esos nombres y apellidos: 
 

 
 
 
El esquema Liga Pro Patria – “Guatemala Inmortal” 
 
Estas dos agrupaciones son fundamentales para que Jimmy Morales se haya mantenido en la Presidencia 
de la República. Forman parte de ese esquema el proyecto ProReforma, fundado por las mismas 
personas que fundaron también la Asociación Liga Pro Patria en el año 1998, y el Instituto de Servicios 
Públicos (ISN), que depende de esa Liga. Juntas, las cuatro cabildean a nivel de congresistas 
republicanos en Estados Unidos. En abril, las cuatro les presentaron un documento que según ellos, 
sustenta quitarle el financiamiento a la CICIG. 
 
Presentan varios casos que involucran gente que pertenece a esas organizaciones u organizaciones 
afines como la FCT, destacando el “Caso Pavón” donde aparecen el ex Ministro de Gobernación, Carlos 
Vielman, en el gobierno de Óscar Berger Perdomo y la GANA; y el Director de la Policía Nacional Civil 
(PNC), Edwin Sperissen, condenado a 15 años de prisión en Suiza por las ejecuciones extrajudiciales 
ordenadas por ambos y defendidas por el ex Presidente Berger. Acusan a la CICIG de ilegalidades y violar 
la Constitución Política, a la vez que la señalan por la detención del abogado y militar Moisés Galindo por 
un caso que involucra al asesinado capitán Byron Lima, siendo Galindo integrante de la FCT. Critican la 
destitución del abogado Conrado Reyes como Fiscal General, a los pocos días de haber asumido en 2010, 
en medio de acusaciones de la CICIG de sus conexiones con narcotráfico y crimen organizado. Conrado 
Reyes es uno de los directivos de la Liga Pro Patria. 
 
En general, en esas organizaciones radican las asesorías políticas, legales y de materia exterior que el 
gobierno recibe en su estrategia anti CICIG. Bien puede decirse que desde julio de 2017, cuando Morales 
Cabrera lanzó su campaña para declarar “persona no grata” al Comisionado de la CICIG, la Liga Pro 
Patria y “Guatemala Inmortal” consolidaron su posición de “poder detrás del trono”. Se lanzó entonces una 
campaña de cabildeos en Estados Unidos para romper o equilibrar el respaldo de los congresistas 
demócratas y varios republicanos estadounidenses a favor de la CICIG. 



 
El cabildeo se profundizó a todo nivel, siendo lo más granado y conservador de la iglesia evangélica 
estadounidense que asesora al mandatario estadounidense Donald Trump, la punta de lanza. Las alianzas 
que se forjarían con el mundo sionista y cabildero pro israelita dentro de Estados Unidos, sería la vía 
perfecta para desde ahí acercarse de tal manera a Trump, y con el cumplido de trasladar la Embajada de 
Guatemala en Israel, de Tel Aviv a Jerusalén, quedaría sellada aquella alianza para dar la puntada final 
contra la CICIG. Algo que aún resta por verse. 
 

ENGRANAJE OPERATIVO DE LAS TRES PRINCIPALES INSTANCIAS EN QUE SE SOSTIENE 

EL GOBIERNO DE JIMMY MORALES 

 
 

 
 
Pero ¿qué son esas instancias de la extrema derecha y quiénes las conforman? 
 
La Liga Pro Patria 
 
La Asociación Liga Pro Patria es una ONG que forma parte de un bloque de instituciones enraizadas en la 
UFM. Son los centros desde donde se genera y transmite la esencia de su fundamentalismo doctrinario 
basado en la ideología del mercado, y el pensamiento religioso ultraconservador del catolicismo y su 
expresión Opus Dei y, sobre todo, del neopentecostalismo del que se nutre. A esa asociación le 
acompañan el Centro de Estudios Económico Sociales (CEES), la Asociación de Amigos del País (AAP) -
con sus orígenes coloniales en la Sociedad Económica de Amigos del País y el mundo criollo gobernante 
de entonces-; el desaparecido Movimiento Cívico Nacional (MCN) y el Instituto de Servicios a la Nación 
(ISN) -con vínculos estrechos a la Alianza Evangélica de Guatemala (AEG)-. 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
La implicación del MCN en los casos “Caso Construcción y Corrupción” y “Financiamiento 

electoral ilícito al FCN-Nación” 
 

 
 
Es la Asociación Liga Pro Patria la que interesa desglosar acá. Es la base y expresión de los poderes 
reales y no visibles en Guatemala. Todas aquellas personas sean abogados, militares, profesores, 
empresarios y terratenientes que la integran son parte de la historia represiva y violenta de Guatemala. 
Hombres y mujeres, sobre todo los de mayor edad, tienen conexiones con los aparatos paramilitares, el 
Alto Mando del Ejército y sus diferentes expresiones militares, gobiernos militares de las décadas de 1960 
y 1980 así como poderosas alianzas tejidas con lo más conservador del mundo empresarial y agrario del 
país. Las personas más jóvenes han heredado esos poderes y  son reproductores de la ideología que 
desde de la UFM se les transmite. Otros, surgidos de universidades de la misma estirpe como la Galileo, 
San Pablo, UNIS y Mariano Gálvez (UMG) están encargados de mantener ese andamiaje ideológico de la 
ultraderecha guatemalteca. 
 
La Liga Pro Patria surgió en 1998 en el marco de una intransigencia y negación hacia los Acuerdos de 
Paz, a las reformas constitucionales emanadas de los mismos, la defensa de militares violadores de 
derechos humanos y, sobre todo, para defender el control del poder del Estado que los bloques 
dominantes de la alianza empresarial-militar han ostentado históricamente en el mismo, creado por ellos y  
a su servicio. 
 
El fundador principal, el nonagenerio estadounidense de raíces cubanas del exilio contrarrevolucionario, 
Armando Jorge de la Torre y Martel, es quien sobrevive en la actual Junta directiva de la Liga Pro Patria. 
Es, por decirlo así, el cerebro del documento presentado a los congresistas republicanos estadounidenses 
en abril del presente año. Desde 1976, De la Torre asumió como Director de la Escuela Superior de 
Ciencias Sociales de la UFM. De origen estadounidense y padres cubanos, se convirtió en uno de los 
ideólogos de esa universidad. Columnista en el diario elPeriódico y comentarista de radio, De la Torre se 
casó con Marta Buonafina Aguilar en 1967, que proviene de una poderosa familia vinculada al sector 
cañero conectada con los cubanos exiliados contrarrevolucionarios. El hermano de ella, Nicolás Buonafina 
Aguilar, fue asesor técnico presidencial del gobierno de facto de Ríos Montt y alto dirigente de la 
Asociación de Cañeros de Guatemala, pero también se le recuerda por haber sido uno de los civiles 
vinculados al intento de golpe de Estado de mayo de 1988 contra el gobierno de Vinicio Cerezo Arévalo y 
la Democracia Cristiana Guatemalteca (DCG), conjuntamente con políticos golpistas como el periodista 
Mario David García; el arquitecto y ex candidato presidencial del extinto partido ultraderechista Central 
Autentica Nacionalista (CAN), Gustavo Adolfo Anzueto Vielman, ya fallecido; el político ex integrante del 
Movimiento de Liberación Nacional (MLN) y periodista, Danilo Roca; así como el ya fallecido ideólogo 
anticomunista del MLN y del Partido de Unificación Anticomunista (PUA), Manuel Sisniega Otero, cuando 
apoyaron a los llamados “Oficiales de la Montaña” en esa asonada militar. 
 

 
Fundadores/as y Grupo Núcleo de la Liga Pro Patria 

 
Del grupo de 37 fundadores de la Liga Pro Patria, hay un grupo núcleo integrado por: 
 

1) José Luis González Dubón, abogado asesor en materia de asuntos constitucionales y muy activo 
asesorando al gobierno de Jimmy Morales y el FCN-Nación. González Dubón es el otro “cerebro” del 
documento presentado a los congresistas estadounidenses. 

 
2) Manuel Francisco Ayau Cordón, ya fallecido, fundador e ideólogo de la UFM. 

 
3) Arne Rainer Sapper Cordua, terrateniente de la familia de origen alemán Sapper, con grandes 

cantidades de hectáreas de tierra en fincas dedicadas a la producción cafetalera en Alta Verapaz. 
 

4) Marco Antonio Lara Paiz, conocido como “Chiqui” Lara en sus años de futbolista profesional. Un 



terrateniente que ganó notoriedad por narcotraficante tras su captura en 2003 en Miami, acusado de 
importación y exportación de cocaína así como por sus vínculos con el finquero y narcotraficante 
Byron Berganza, condenado a 22 años de prisión en Estados Unidos. Lara Paiz, quien se declaró 
culpable en febrero de 2007, fue liberado en febrero de 2008 y retornó a Guatemala tras pasar 
cuatro años detenido. Se involucró en el sonado caso de privatización de electricidad de Centrans 
Energy Services. 
 

5) Estuardo Zapeta Galdámez antropólogo y periodista, fundador de los programas radiales Milenio 3, 
A Todo Pulmón, Contravía y Libertópolis. Actualmente es uno de los presentadores del programa 
televisivo Sin Filtro transmitido por el canal Guatevisión, conjuntamente con Daniel Hearing2 y Phillip 
Chicola, Director de Gestión Pública del CACIF y quien ha sido columnista del diario elPeriódico. 
Estos dos últimos analistas son parte del equipo del empresario Dionisio Gutiérrez y también 
profesores en la Escuela de Gobierno y la UFM. El programa televisivo es conducido por el 
periodista Ben Kei Ching, en tanto que todos ellos forman parte del grupo “Chapines Unidos por 
Guatemala”, donde se transmitía la fuerte oposición hacia la entonces Fiscal General, Claudia Paz y 
Paz por el “Caso de Genocidio” y en defensa de Ríos Montt. 
 
Tanto Hearing como Chicola son fuertemente criticados por Méndez-Ruiz de la FCT, lo que se 
interpreta como parte de la pugna de los bloques de poder que representan cada uno: los primeros a 
Dionisio Gutiérrez Mayorga de la CMI, y el segundo a CEMPRO y a Juan Guillermo Gutiérrez 
Strauss, hijo del fallecido Arturo Gutiérrez quien ha demandado al conglomerado CMI por la pérdida 
de su patrimonio en esa Corporación, a manos de sus primos los Bosch Gutiérrez y los Gutiérrez 
Mayorga. 

 
6) Marta Yolanda Díaz-Durán Alvarado, socia de Zapeta Galdámez en el programa digital-radial 

Libertópolis y, al igual que este último, forma parte de los operadores/as políticos/as e intelectuales 
orgánicos/as ligados/as a la derecha guatemalteca. 

 
7) María del Carmen Aceña Villacorta de Fuentes, ingeniera en sistemas que también es una intelectual 

de la UFM por medio del Centro de Investigaciones y Económicas Nacionales (CIEN), del cual ha 
sido su Directora. Fue Ministra de Educación del gobierno de Óscar Berger Perdomo y la GANA, un 
ministerio que históricamente ha sido controlado por orientaciones religiosas ultraconservadoras 
como el Opus Dei y evangélicas neopentecostales. Aceña Villacorta desciende de una de las ramas 
familiares de los Diaz-Durán. Desde sus proyectos “Fundación Proyecto de Vida” y “Movimiento 
Ciudadano Guatemala”, buscan influir en instituciones como el Congreso de la República. 
 

8) Rodolfo Herrera Llerandi, médico y cirujano ya fallecido, mejor conocido por haber sido fundador del 
Hospital Herrera Llerandi y por ser hijo del ex Presidente de la República, Carlos Herrera, familia que 
controla el grupo agroindustrial y de la construcción Pantaleón Holding. 
 

9) Luis Enrique Pérez Estrada, profesor de la UFM, es columnista del diario La Hora, anteriormente del 
diario elPeriódico y en algún momento conductor y parte del programa televisado Libre Encuentro 
fundado por Dionisio Gutiérrez  
 

10) Juan José Marroquín Siliézar, general de brigada dado de baja durante el gobierno de Vinicio Cerezo 
Arévalo cuando ocupaba el cargo de Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional –el cual ocupó 
sólo tres meses en 1990-, supuestamente por fraguar una intentona golpista y por estar respaldando 
a la entonces opositora Unión del Centro Nacional (UCN), partido político que en ese entonces era 
formado por ex miembros del ultraderechista partido político ya desaparecido MLN como Manuel 
Ayau Cordón, confrontados con el líder del MLN, Mario Sandoval Alarcón. 

 

 
En la actualidad, la Asociación Liga Pro Patria está integrada fundamentalmente por un bloque de 
abogados a quienes les acompañan algunos profesionales y reconocidos terratenientes que contribuyen 

                                                           
2 Su esposa es la abogada Silvia Gándara Berger, sobrina del expresidente, Óscar Berger. 



legal, política y económicamente en la campaña contra la CICIG. Ese grupo de personas son las 
siguientes: 
 

 
 
De ese bloque surge la actual Junta Directiva de la Liga Pro Patria, conformada por las siguientes 
personas: 
 

 
 

a) Ese grupo es representativo de múltiples intereses religiosos, políticos, militares y económicos. La 
presidenta de la Liga Pro Patria, Dina Esther Castro Mejía, es una abogada vinculada a 
adopciones de niños y a asuntos de familias. Forma parte de la “Asociación la Familia Importa” 
donde confluyen alrededor de 40 organizaciones e instituciones religiosas, de adopciones, 
orfanatos y de abogados que influyen de manera determinante en instituciones estatales y sobre 
todo en el Congreso de la República, fundamentalmente a favor de las adopciones de niños y 
niñas, contra el aborto y el matrimonio entre personas del mismo sexo. Es directiva del Instituto de 
Derecho de Familia y trabaja conjuntamente con instituciones como “Hogar Rafael Ayau”, “Decido 
Adoptar”, “Liga Pro Patria” y “Sí a la Vida”, haciendo cabildeo en el Legislativo. En esa asociación 
también aparecen como integrantes la iglesia mormona, la Alianza Evangélica de Guatemala y la 
pastoral familiar de la Conferencia Episcopal de Guatemala (CEG), es decir, las orientaciones 
religiosas más conservadoras que transmiten una línea moralista del pensamiento e ideología de 
derecha, que buscan se plasme en marcos jurídicos y en la educación nacional. Una de las formas 
que tienen de control del Estado y de la población en función de proteger los intereses económicos 
y políticos oligarcas. 
 

b) El Vicepresidente de esa Liga es el abogado Óscar Reinaldo Echeverría Cañas, ex Presidente de 
ese grupo y padre de Paola Echeverría Olivero, casada con José Ismael Fernández García-Salas, 
hijo de José Ismael Fernández Widmann, sobrino del fundador del Opus Dei en Guatemala, el 
terrateniente Walter Widmann Luna, y fundador y financista el escuadrón de la muerte “Mano 
Blanca”. 



 
c) La secretaria de la Liga es Candida Carlota Torres Ocampo, hermana de Jorge Torres Ocampo, 

lider del ultraderechista partido político ya desaparecido MLN, asesinado en 1981 por un 
escuadrón de la muerte de ese partido debido a las posiciones moderadas que Torres Ocampo 
sostenía siendo diputado al Congreso de la República, y cuando disputaba la candidatura 
presidencial del MLN ya distanciado de las posiciones duras de su líder Mario Sandoval Alarcón, 
considerado el principal partido de la “Violencia Organizada”. 
 

d) El tesorero es Carlos Jhon Garate, arquitecto italiano-peruano radicado en Guatemala, profesor en 
las Universidades Rafael Landivar (URL) y UFM. Trabaja para la empresa italiana Ars Progetti, con 
sede en Guatemala. Es miembro de la Asociación de Estudios en Redes Sociales Digitales 
(ASREDES), cuya dirección física es una de las que la Liga Pro Patria ha mostrado como sede. 

 

 
 

e) El Vocal I es el estadounidense Steven Williams Hecht Ginsberg, empresario llegado a Guatemala 
en 1972. Financia a la FCT y es parte de la campaña mediática contra la CICIG, el MP así como 
contra organizaciones populares y sociales involucradas en los casos de genocidio, la lucha contra 
la corrupción, la defensa de los recursos naturales y los derechos humanos. Hecht Ginsberg 
formalizó en Panamá en 1978 la empresa Colección Musical, S.A. conjuntamente con militares 
guatemaltecos, entre ellos: Ernesto Paiz Novales, quien fuera candidato presidencial por el Partido 
Revolucionario (PR) para las elecciones de 1974; y Aníbal Humberto Leal López, Tercer Jefe del 
desaparecido Estado Mayor Presidencial (EMP) en 1975. Otro de los socios que aparece en esta 
empresa es Víctor Orantes Velásquez, terrateniente de Escuintla vinculado a la familia Molina 
Botrán, quien posee plantaciones de palma africana y que fue denunciado por comunitarios 
peteneros de poseer ilegalmente grandes extensiones de tierra dentro del Parque Laguna del 
Tigre, Petén. 
 
Hecht Ginsberg también fue socio de la petrolera Basic Resources International (BRI), que luego 
venderá sus activos a la francesa PERENCO. BRI fue la que descubrió y comercializó petróleo por 
primera vez en Guatemala, desde 1974. Tuvo como Presidentes en las décadas de 1980 y 1990, a 
Manuel Ayau Cordón, fundador la UFM, y a Rodolfo Sosa de León, consuegro del ex Presidente 
de la República, Óscar Berger Perdomo. Uno de los principales socios de Hecht Ginsberg en el 
proyecto mediático de ataque, es el cubano-estadounidense Armando de la Torre, con quien 
posee medios digitales como Impunity Observer y Panampost; o donde ambos escriben tal como 
Periodismos sin Fronteras, Newsmax, Dailly Caller, Impunity Observer, Antigua Report, New 
English Review, Washington Examiner o incluso el Tea Party Command Center Blogger Spot. 
Hecht Ginsberg tiene una empresa inscrita en Guatemala bajo el nombre Comunicaciones Ipso-
Facto, S.A. desde donde se dice no sólo escribe sino filma videos criminalizadores y de campaña 
negra, conjuntamente con la FCT. La empresa da como dirección física la sede del bufete del 
abogado que la inscribió, Mario Permuth Listwa, miembro de la comunidad judía y quien durante el 
gobierno de Jorge Serrano Elías fue nombrado por sectores religiosos para integrar la Comisión 
Nacional de Reconciliación (CNR) y, por lo tanto, fue signatario de los Acuerdos de Paz. 
 
Uno de los socios de Hecht Ginsberg y Armando de la Torre en el medio digital Impunity Observer, 
es el estadounidense David Landau, que ganó notoriedad por haber firmado un contrato, en 
noviembre de 2017, con el bufete Greenberg Taurif LLP, con sede en Miami, Florida, para 
cabildear la breve reunión que sostuvieron el actual Presidente de la República, Jimmy Morales 
Cabrera, y Donald Trump, en febrero de 2018. El contrato establece servicios prestados del bufete 
a la Association for the Rule of Law in Central America (ARLCA-Asociación para el Estado de 



Derecho en Centroamérica, en español), de la cual Landau aparece como Director. La ARLCA 
está registrada como offshore en Delaware, Estados Unidos, pero con dirección en Coral Gables, 
Florida, y con una sede en Guatemala. 
 

 
 

Steven Williams Hecht Ginsberg y su hija Madeline. 

 
 
A Hecht Ginsberg se le considera uno de los artífices del cabildeo en Estados Unidos que la 
estructura de apoyo a Jimmy Morales, realiza con congresistas republicanos, evangélicos 
ultraconservadores cercanos a Trump y las organizaciones sionistas vinculadas a millonarios y 
asesores cercanos a Trump, con el objetivo de debilitar a la CICIG y retomar el control del Estado 
guatemalteco. 
 

f) Como Vocal II aparece el abogado Conrado Arnulfo Reyes Sagastume, quien ganó notoriedad en 
mayo de 2010 cuando fue nombrado Fiscal General por el ex Presidente de la República, Álvaro 
Colom, pero pocos días después, el 11 de junio de 2010, fue destituido del cargo por la Corte de 
Constitucionalidad (CC) en el marco de investigaciones realizadas por la CICIG, en esos días 
dirigida por el español Carlos Castresana, quien también renunciaría al cargo en ese mes al 
argumentar que era imposible trabajar con un Fiscal que protegía a abogados que realizan 
adopciones internacionales ilegales y a carteles de la droga que operan en Guatemala. Otra de las 
razones para su salida fue lo que calificó como una campaña de desprestigio contra la CICIG, y 
acusó a Reyes Sagastume de debilitarla para proteger a sus aliados, en tanto que Colom dijo que 
Castresana había presentado pruebas contra Reyes que, si bien no demostraban ninguna 
trasgresión de su parte, sí involucraban a personas de su entorno que presentarían “tremendas 
dudas” sobre su elección. 
 
Ese caso de Reyes Sagastume y destitución, es uno de los que la Liga Pro Patria ha presentado a 
los congresistas estadounidenses alegando que es parte de las ilegalidades cometidas por la 
CICIG. El trasfondo de la salida de Reyes Sagastume tiene relación con las investigaciones y 
resultados de la investigación que la CICIG realizó, del asesinato/suicidio del abogado Rodrigo 
Rosenberg Marzano, en el que se vieron involucrados miembros de familias del poder económico 
del país. Entre ellos, los hermanos Valdés Paiz, quienes fueron los que contrataron a los sicarios 
para asesinar al abogado a solicitud del propio Rosenberg, quizá el caso más extraño que ha 
enfrentado la CICIG y que estuvo a punto de provocar que Colom abandonara el cargo. 
 



El caso de los hermanos Paiz Valdés es otro que la Liga Pro Patria ha presentado a los 
congresistas estadounidenses. Entre las órdenes de detención que la CICIG solicitó por ese caso 
estaban las de Nicolaid Julio Ibarra Figueredo y Juan Manuel Fuxet Ciani, así como la orden de 
captura contra Diego Moreno Botrán. A todos ellos se les acusó de encubrimiento del asesinato del 
abogado; obstrucción de la justicia debido a la campaña de destrucción contra la CICIG que se 
desató y que a la fecha persiste de manera creciente; por el proceso paralelo de destrucción de 
evidencia y credibilidad; y, por corrupción, dada la influencia en el proceso de Comisiones de 
Postulación en la elección de Fiscal General. La información vertida por el Comisionado de la 
CICIG develó que Ibarra Figueredo fue contratado por los hermanos José Estuardo y Francisco 
José Valdés Paiz, acusados del asesinato/suicidio de Rosenberg, ambos primos de la primera 
esposa del abogado, Rosa María Paiz Toriello. Ibarra Figueredo, un empresario de relaciones 
públicas y comunicaciones, estaba a cargo de la organización de la campaña mediática contra la 
CICIG y Castresana. Ibarra y Fuxet fueron defendidos por el abogado Fernando Linares 
Beltranena, hoy diputado por el Partido de Avanzada Nacional (PAN) y del grupo de cuatro 
parlamentarios involucrados en cabildeos congresistas estadounidenses y ligados al movimiento 
sionista y cristiano evangélico que apoyó el traslado de la embajada de Guatemala a Jerusalen. 
 
Una de las órdenes de detención que destacó Castresana, tras su renuncia, fue contra Diego 
Moreno Botrán, quien es hermano de otra de las señaladas, Alejandra Moreno Botrán de Valdés, 
esposa de José Estuardo Valdés Paiz; y hermano de José Manuel Moreno Botrán (también 
señalado por Castresana), quien se desempeñó como director de Aeronáutica Civil durante el 
gobierno de Berger, y luego destituido por el presidente Álvaro Colom en un contexto de 
corrupción. Los Moreno Botrán provienen de la acaudalada familia que controla la industria licorera 
Botrán. Son primos de José Andrés Botrán Briz, ex Comisionado Presidencial para la Reducción 
de la Desnutrición Crónica del gobierno de Jimmy Morales, y procesado actualmente por 
financiamiento ilícito del partido de gobierno FCN-Nación. 
 
Intercepciones telefónicas realizadas por CICIG mostraron las comunicaciones de Diego Moreno 
Botrán con el abogado Hilario Roderico Pineda Sánchez y Francisco Beltranena Falla para lanzar 
una campaña mediática contra la CICIG y facilitar los contactos con el entonces Fiscal General, 
Reyes Sagastume. En el caso de Pineda Sánchez, es el padre del abogado José Werner Pineda 
Palacios quien impulsa una campaña para destituir al Procurador de los Derechos Humanos, 
Jordán Rodas, y acompañó a Linares Beltranena a Israel en el acto de traslado de la Embajada de 
Guatemala desde Tel Aviv a Jerusalén. Mientras que Beltranena Falla, como ya se mencionó, es 
actualmente asesor de Jimmy Morales. 
 
Otro dato que destacó en la denuncia de Castresana, fue que Conrado Reyes Sagastume había 
contratado como asesor en el MP, a su hermano Julio Antonio Reyes Sagastume, caso en el que 
la CICIG vio un conflicto de intereses. Aunque no amplió al respecto, Castresana por lo menos 
indicó que Julio Antonio era socio de la empresa Consultores Reysa. 
 
En una investigación periodística que se encuentra en línea, se determinó que el nombre comercial 
de esa empresa era Reysa Consulting Group, que se dedica a la “Planeación Estratégica, Manejo 
de Crisis y Lobby de Alto Nivel Empresarial”. Este grupo es dirigido por Julio Antonio, y el ex Fiscal 
General era su socio. Entre sus miembros, destacan las figuras del mercadólogo Alberto de 
Aragón, presidente de Aragón y Asociados, reconocido en la elaboración de estudios de opinión 
pública y encuestas electorales, también es catedrático de la UFM. También aparece el teniente 
coronel e ingeniero en electrónica, Jorge Estuardo Obregón Meckler, propietario de Sercom 
Electrónica, y con un amplio archivo en el Ejército. En la institución castrense, Obregón Meckler se 
ha desempeñado como Jefe de Personal y Oficial Administrativo, del Servicio de Informática del 
Ejército; Subjefe de la Sección de Informática del Departamento de Control de Armas y Municiones 
del Ejército (2003-2004); Subgerente de Informática del Banco del Ejército (2002-2003, gobierno 
de Portillo); Jefe del Departamento de Informática del Instituto de Previsión Militar (IPM, 2000-
2001, gobierno de Portillo); jefe de la División de Desarrollo de Software, Centro de Computación 
del Ministerio de la Defensa Nacional; Organizador de la Convención Internacional de Informática, 
Ejército de Guatemala (1997). Obregón Meckler es graduado de la UFM. Otro integrante es el 



coronel e ingeniero de sistemas, Juan José Recinos Hernández, quien ha sido asesor de 
informática del Servicio de Informática del Ejército; Asesor de Informática del Servicio de 
Investigación Criminal (SIC), de la Policía Nacional Civil (PNC) y administrador y tutor en la UFM y 
la Universidad Galileo. En esta última, el rector es el coronel asimilado Eduardo Suger Cofiño, 
varias veces candidato presidencial y fuerte crítico de la CICIG. En esa universidad se encuentra el 
general Edgar Ricardo Bustamante Figueroa, con el cargo de director del Instituto de Estudios en 
Seguridad (IES) que imparte la maestría de Seguridad Pública. Bustamante Figueroa fue el jefe de 
la Secretaría de Técnica del Consejo de Seguridad Nacional, durante el gobierno de Pérez Molina, 
y es visto como el cerebro detrás de toda la actual campaña sucia contra la CICIG. 
 
El resto de integrantes de Reysa Consulting, por lo regular, son graduados de la UFM o trabajan 
para esa universidad, tal el caso de Conrado Reyes Sagastume. Otro señalamiento que la CICIG 
le hizo a Reyes Sagastume fue que contrató como su secretario de coordinación, al abogado 
Marco Tulio Mérida Cifuentes, socio de la empresa de consultoría e investigaciones para adoptar 
niños guatemaltecos, Adoption Supervisors Guatemala , S.A., que era dirigida por su hermana, 
Ligia Azucena Mérida Cifuentes. Esta empresa, que era investigada por siete adopciones ilegales, 
estaba asociada al bufete de abogados Despacho Profesional, S.A (DESPROSA), dirigido por 
Marco Tulio Mérida Cifuentes, conjuntamente con el abogado Luis Roberto Aragón Sole. 
 
En su último movimiento para entronizarse en la estratégica Corte de Constitucionalidad (CC), en 
julio de 2018, Reyes Sagastume logró colarse como magistrado suplente en el puesto vacante 
dejado por la hoy Fiscal General, María Consuelo Porras, quien se desempeñaba en ese cargo. 
Reyes Sagastume logró el voto de la mayoría de magistrados de la Corte Suprema de Justicia 
(CSJ), algo criticado severamente por los antecedentes del abogado. Pocos días después, por 
unanimidad, la CC dejó en suspenso la elección de Reyes Sagastume como magistrado suplente  
en el máximo tribunal, al otorgar el amparo provisional que requirió la Fundación Myrna Mack, en 
el que argumenta que Reyes no llena los requisitos de idoneidad que establece la Constitución, 
por lo que no puede asumir como suplente de la CC. Como consecuencia y por lógica, la Liga Pro 
Patria, Guatemala Inmortal y la Fundación contra el Terrorismo protestaron agriamente la decisión 
de la CC. 

 
g) Por último aparece el Vocal III, el arquitecto José Ismael Fernández García-Salas, quien como ya 

se mencionó, es hijo de José Ismael Fernández Widmann, sobrino del fundador del Opus Dei en 
Guatemala, el terrateniente Walter Widmann Luna. 
 

h) Por aparte, cabe mencionar que otros integrantes de la Liga Pro Patria que integran la Asamblea 
General son: 
 

 Carlos Francisco Antonio Widmann Lagarde, hijo de Walter Widmann Luna, heredero del 
desaparecido Ingenio Guadalupe, y del Ingenio Chabil Utzaj en el Valle del Polochic, 
además de socio en el Ingenio Concepción que controla la familia Herrera del Ingenio 
Pantaleón. 
 

 Acá hay que hacer notar que el actual Embajador de Guatemala ante la Organización de 
Naciones Unidas (ONU) es Jorge Skinner-Klee Arenales, diplomático y abogado que junto 
a la actual Canciller, Sandra Jovel, y la Liga Pro Patria, han buscado en ese organismo 
internacional, la expulsión del Comisionado de la CICIG, Iván Velásquez. Tiene sentido si 
se añade que Skinner-Klee Arenales está casado con María Gabriela Díaz Widmann, hija 
de Silvia Eugenia Widmann Lagarde, hermana de Carlos Widmann y Wendy Widmann, 
esposa del ex Presidente de la República,  Berger Perdomo. 

 
 También se encuentra el abogado José Luis González Dubón, otro de los estrategas 

legales y de cabildeo en Estados Unidos contra la CICIG, y cabecilla de la Liga Pro Patria. 
González Dubón es otro caso que la Liga Pro Patria impulsa con congresistas 
estadounidenses. González Dubón es un abogado ampliamente conocido en el mundo de 
las adopciones de niños. 



 
 Finalmente, se encuentra otro abogado, Pablo Gabriel Pallarés Cruz-Gomar, quien fue 

candidato a diputado de VIVA para el PARLACEN y que ha impulsado acciones contra 
liderazgos comunitarios de movimientos que defienden sus territorios y sus recursos 
naturales en San Marcos e Izabal. Ha sido el mandatario de la Liga Pro Patria, y junto a la 
ex fiscal Gilda Aguilar (quien además de haber trabajado para la Fundación contra el 
Terrorismo también ha sido abogada auxiliar y procuradora de Pallarés), han criminalizado 
al líder del Comité de Unidad Campesina (CUC), Daniel Pascual. Por si fuera poco, ambos 
junto al expresidente de la Liga Pro Patria, Óscar Echeverría Cañas, intentaron antejuiciar 
a la ex Fiscal General, Claudia Paz y Paz, a quien también le lanzaron una campaña de 
desprestigio, especialmente Gilda Aguilar. De Pallarés Cruz-Gomar se sabe que también 
tiene nacionalidad española, y es hijo del abogado Salvador Nicolas Pallarés Buonafina 
quien es hijo de Paulina America Buonafina Lentini y el español Salvador Nicolás Pallares 
(encargado de negocios de España en Guatemala). Un hermano, Antonio Pallarés 
Buonafina, fue un reconocido diplomático guatemalteco. Paulina es hermana de Juan 
Rafael Buonafina Lentini quien se casó con Carmen Rosa Aguilar Gálvez padres de los 
Buonafina Aguilar, entre ellos el terrateniente y golpista Nicolás Buonafina Aguilar y Marta 
Buonafina Aguilar esposa del ideólogo de la UFM, Armando de la Torre, otro cabecilla de la 
Liga Pro Patria. La madre del abogado Pallarés Cruz-Gomar es María de las Mercedes 
Josefina Cruz-Gomar Contreras de Pallarés, quien desciende de Saravia Castillo y Castillo 
Córdova ambas familias de las fundadoras de la Cervecería Centroamericana y 
conectadas a la familia Castillo. 

 
 Una de las principales activistas de la Liga Pro Patria es Roxana Ávila, cuyo nombre 

completo es Roxana María Ávila Martínez de López. Multifacética, Ávila Martínez se 
identifica como artista de teatro, presentadora del programa “Punto X Punto” en Canal 
Antigua, propietaria de la plataforma digital y presentadora del mismo “El Vigilante”, 
politóloga y experta en informática graduada en la UFM. 

 
En abril del presente año fue nombrada Directora del Centro Cultural “Miguel Ángel 
Asturias” -Teatro Nacional, un nombramiento polémico porque se dio el contexto del pago 
de favores del gobierno a la Liga Pro Patria, y control ideológico de la extrema derecha de 
instituciones del Estado. Ávila Martínez ha dirigido el Consejo Regional de Análisis 
Estratégico (CRAE), una instancia que públicamente ha manifestado su rechazo a la 
CICIG. Ha sido una crítica acérrima contra organizaciones y liderazgos de movimientos 
opuestos a la minería e hidroeléctricas. Fue encargada de presentar una demanda contra 
la ONG Noruega que financia al Colectivo Madreselva, y desde esas plataformas digitales 
se ha enfocado en Bernando Caal, actualmente en prisión por encabezar el movimiento 
q´eqchí opositor al proyecto hidroeléctrico Oxec I y II en el municipio de Santa María 
Cahabón, Alta Verapaz. 

 
Ávila Martínez también es una empresaria en el mundo de los agronegocios. Es socia en el 
Centro de Inversiones Mercantiles y Agropecuarias, S.A., y de Comercial Agrícola 
Pamaxán, S.A., empresas que junto a su familia poseen plantaciones de hule en Chicacao, 
Suchitepéquez. Ella como su familia tienen vínculos con el Partido Unionista (PU), fundado 
por el fallecido ex Alcalde de la ciudad capital, Álvaro Arzú Irigoyen así como por otros 
antiguos miembros del PAN, entre ellos Gustavo Porras Castejón, en el año 2001. 
 



 

En la fotografía se puede observar a Roxana Ávila con una de las  
figuras más visibles de la Liga Pro Patria, Armando de la Torre. 

 
 Finalmente, otra activista de la Liga Pro Patria es Karen Edda Ness Barnhill, mejor conocida como 

Karen Ness, a quien se le ve constantemente en las manifestaciones que esa agrupación, 
conjuntamente con “Guatemala Inmortal” y la FCT, promueve en el Congreso de la República y 
contra la CICIG, y en audiencias judiciales de casos vinculados a criminalización de líderes en San 
Pablo, San Marcos, tal como sucedió el 18 de mayo del presente año cuando se celebró la 
audiencia en el caso de Óscar Sánchez, Autoridad Comunitaria del municipio de San Pablo, San 
Marcos, que ha integrado la resistencia frente a la construcción e instalación de la Hidro Salá, en la 
que Ness y otras personas fuertemente armadas que se movilizaban en pick-ups, se presentaron 
en el Tribunal de Sentencia Penal y tomaron fotos, tanto a los abogados defensores como a otras 
personas que en solidaridad al líder comunitario estaban en la audiencia. 

 

 



 
 
Ness se identifica a sí misma como socióloga y cristiana, vinculada a la UFM. Sus padres fueron la 
estadounidense Barbara Teresa Barnhill, diplomática que llegó a Guatemala con la Contrarrevolución en 
1954, y el guatemalteco de origen noruego, Leif Bjarneson Ness Kindermann, cuya familia emparentó con 
los Buonafina Aguilar, a la vez emparentados con Armando de la Torre. 
 

 

En esta foto se observa a Karen Ness con la ex fiscal Gilda Aguilar, como parte de la campaña anti 

CICIG y de criminalización de líderes comunitarios. 

 

En esta otra foto, aparece Karen Ness acompañando a los abogados José Urrutia, de “Guatemala 

Inmortal”, y Raúl Falla de la FCT. 

 
 
 



La estructura de cabildeo, financiamiento, ataque en redes sociales y su financiamiento: los 
cubanos anticastristas 
 
Dos son las figuras centrales que manejan la campaña de ataque a la CICIG, a los funcionarios/as 
públicos/as a cargo de instituciones que trabajan muy de cerca con la Comisión, y a organizaciones 
sociales y liderazgos comunitarios que se oponen a las inversiones que conforman los ejes del modelo de 
acumulación: Cristina María López-Ibáñez Amaro de Chávez y Ricardo Rafael Méndez-Ruiz Valdés. 
 

 
 
 
La empresaria Cristina María López-Ibáñez Amaro de Chávez, es quien encabeza al grupo emergente 
“Guatemala Inmortal”, agrupación que junto a la Liga Pro Patria constituyen la base fundamental en la que 
descansa el gobierno de Jimmy Morales Cabrera y el FCN-Nación. Es una de las llamadas “damas de 
blanco” que surgió a la palestra, junto al Movimiento Cívico Nacional (MCN), surgido con el nombre de 
“Camisas Blancas” en esa coyuntura política derivada del asesinato/suicidio del abogado Rodrigo 
Rosenberg Marzano en 2010, que se presentó como un movimiento que estuvo detrás de las 
concentraciones que exigieron la renuncia de Álvaro Colom Caballeros y el final del gobierno de la Unidad 
Nacional de la Esperanza (UNE) por ese caso.  
 



 
 
Mejor conocida como Cristy López-Ibañez en las redes sociales, su nombre destacó cuando junto a la 
figura más pública de la Liga Pro Patria, Armando de la Torre, se reunieron con el Presidente de la 
República, Jimmy Morales, y el ahora Ministro del MARN, Alfonso Alonzo, este último en ese momento a 
cargo del Comité de Crisis del gobierno en septiembre de 2017, quienes junto a un nutrido grupo de 
ganaderos le dieron el espaldarazo al gobernante, pidiendo que se mantuviera firme con la declaración de 
“persona non grata” que había hecho pública el 27 de agosto de 2017 contra el Comisionado de la CICIG, 
Iván Velásquez; así como con la destitución del entonces Jefe de la Superintendencia de Administración 
Tributaria (SAT), Juan Francisco Foppa. 
 
En imágenes ofrecidas por el gobierno en ese momento se podía observar a Ibañez-López junto a 
Armando de la Torre en aquella reunión. 
 

 
 
 
“Guatemala Inmortal”, evangélicos y sionistas: la familia López-Ibáñez Amaro 
 
A Cristina María López-Ibáñez Amaro de Chávez se le señala de ser Coordinadora de la estrategia 
abierta-sutil en medios de comunicación. Es una guatemalteca, de padre y madre cubanos anticomunistas: 
Roberto López-Ibáñez y Gladys Irene Amaro González. El padre fue uno de los principales socios de las 
empresas de pesca, pollo y camaroneras del cubano anticastrista Domingo Alejandro Moreira Martínez, 
fundador del Grupo Pesca, y principal exportador de camarón a Florida, Estados Unidos. El padre integró 
el Club Cubano-Guatemalteco conjuntamente con otros cubanos anticastristas como Armando de la Torre. 



Cristina López-Ibáñez es columnista del diario digital ultra conservador Republica GT, propiedad de Luis y 
Juan Carlos Marroquín Godoy, de la rama conservadora de esa familia de periodistas e importantes 
miembros del Opus Dei. 
 
Cristina está casada con Luis Pedro Chávez Blanco, Gerente General del Banco INV, S.A. –fundado en 
2016 a partir de la Financiera de Inversión (FINSA)- y cuyo Presidente es Mario Augusto Porras González, 
tío de Estuardo Porras Zadik del movimiento CANTINA. Chávez Blanco también es Presidente del fondo 
de inversiones Amerilat Capital, S.A., registrada en Guatemala y Panamá, y ex directivo del Banco de 
Occidente fusionado con el Banco Industrial (BI) en 2006. Chávez Blanco es hijo del abogado Francisco 
Chávez Bosque, alto directivo de renombrados bufetes; del Banco Agromercantil (BAM); y de la empresa 
Escobio, S.A. de la Corporacion Multi Inversiones (CMI), vinculada a reproducción de pollos.  
 
La madre de Chávez Blanco es Sylvia Yolanda Blanco Aguirre, quien es hermana de los dueños de la 
finca La Exacta en Coatepeque, Quetzaltenango, donde se han dado violentos desalojos en años 
pasados. Es un grupo familiar asociado con los agroexportadores Hugo Alberto Molina Espinoza -Grupo 
HAME-; Álvarez Campollo –cafetaleros-, y Bolaños Valle –Grupo Agroamérica-. Blanco Aguirre está 
emparentada con los Aguirre Fernández de la Financiera de Occidente del liquidado Banco de Occidente, 
y del fondo de inversión Luma Holding vinculado al agronegocio de la palma africana y hule así como a 
Palmas del Ixcán, S.A., donde uno de sus directivos es Juan Miguel Torrebiarte Lantzendorffer del Grupo 
CEMPRO. 
 
El hermano de Cristina López-Ibañez es Roberto Esteban López-Ibáñez Amaro, Gerente General y 
Representante Legal de la empresa Nova Guatemala, S.A., la subsidiaria de la transnacional española 
Pescanova, y la que concentra los activos del Grupo Pesca, cuyas granjas camaroneras se encuentran en 
las costas de Retalhuleu, controlados por los herederos cubanos Moreira Armada y Moreira Obrador. 
 
Como se mencionó anteriormente, Domingo Moreira Martínez, junto a otros cubanos 
contrarrevolucionarios como Gerardo Sampedro -capturado en Estados Unidos en la década de 1980 por 
narcotraficante-, y finqueros guatemaltecos, constituyó la Central Aranista Organizada (CAO) que luego se 
convertiría en el partido político Central Auténtica Nacionalista (CAN) en donde cohabitaron reconocidas 
figuras como Gustavo Adolfo Anzueto Vielman y Mario David García, ambos ex candidatos presidenciales 
por ese partido en 1982 y 1985, respectivamente. Moreira Martínez también fue uno de los fundadores de 
la Fundación Cubano Americana (FNCA) y la que dirigió por varios años, y que desde la década de 1980 
buscó derrocar al gobierno revolucionario cubano de Fidel Castro. 
 
Como cubano nacionalizado guatemalteco, Moreira Martínez, inició sus actividades empresariales en 
Guatemala en 1957 durante el régimen del general Miguel Ydígoras Fuentes. Además de empresario, tuvo 
una fuerte participación política anticomunista en Guatemala aliándose a militares de extrema derecha 
como los ex Presidentes de la República, Ydígoras Fuentes, y el general Carlos Manuel Arana Osorio. 
Junto al algodonero Roberto Alejos Arzú, Moreira Martínez fue el principal financista de la campaña 
presidencial de Arana Osorio y, previamente, al igual que Alejos Arzú, había sido uno de los principales 
soportes de los campamentos de entrenamiento de los mercenarios cubanos en Retalhuleu, en la 
fracasada invasión de Bahía de Cochinos durante el gobierno de Ydígoras Fuentes a principios de la 
década de 1960. 
 
La incursión de Moreira Martínez en las inversiones camaroneras las hizo junto a su hijo Domingo Rafael 
Moreira Armada, a empresarios japoneses, y a su hermano Martín Rolando Moreira Martínez. Otro dato 
importante es que Moreira Martínez era también dueño de muchos terrenos en la capital que tenía en 
copropiedad con Olga Marroquín Milla de Fernández, hija de Clemente Marroquín Rojas, reconocido 
periodista guatemalteco fundador del diario La Hora, y quien forjó una dinastía de periodistas cuyos nietos 
han sido dueños, socios o directores de casi todos los principales diarios de Guatemala como ya quedó 
apuntado antes. 
 
A Moreira Martínez también se le recuerda por haber sido el consejero/consultor de oscuras negociaciones 
que culminaron con la compra de las propiedades de la United Fruit Co. (UFCO-BANDEGUA) por la 
transnacional estadounidense Del Monte (United Brands), en 1975. Al morir Moreira Martínez en 2007, el 



emporio avícola y marino pasó a manos de su hijo Domingo Rafael Moreira Armada y su nieto Domingo 
Moreira Obrador. Pesca y la Avícola Pío Lindo han sido las empresas insignia de ese grupo empresarial. 
Pesca es considerada como una de las cinco empresas que reporta mayores ingresos en Guatemala.  
 
Otra hermana de Cristy López-Ibáñez quien también participa en “Guatemala Inmortal” es Ángela María 
López-Ibáñez Amaro de Wunderlich, quien es esposa de José Lorenzo Wunderlich Gumpel un alto 
directivo del Banco Agromercantil (BAM). 
 
Otro alto directivo de la agrupación “Guatemala Inmortal” es el abogado José Enrique Urrutia Estrada, del 
bufete BK Consulting quien también es columnista del conservador medio digital República Gt e hijo del 
abogado José Enrique Urrutia Ipiña. En 2017 presentó una solicitud de antejuicio a nombre de esa 
agrupación contra el actual Procurador de Derechos Humanos (PDH), Jordán Rodas, debido al recurso de 
amparo que Jordán Rodas presentó para evitar la expulsión del Comisionado de la CICIG. 
 

 
 

El abogado José Urrutia, y al fondo a la izquierda, Cristy Ibáñez-López. 

 
Uno de los abogados de ese bufete es Julio Martín Vielman Rosales, Representante Legal de HW 
Contractors, S.A., una de las cinco empresas allanadas por la Fiscalía contra la Impunidad (FECI) en 
diciembre de 2017 por el “Caso Construcción y Corrupción”, y que logró millonarios contratos durante el 
gobierno de Pérez Molina y el PP. El hermano de Vielman Rosales es Alejandro José Vielman Rosales, 
quien también es abogado y trabaja en el bufete del militar y abogado Moisés Galindo, actualmente en 
prisión preventiva por el caso Caja de Pandora presentado por el MP y CICIG en octubre de 2017. Es un 
caso de corrupción y plazas fantasmas en el que la Municipalidad de Guatemala, el fallecido alcalde 
Álvaro Arzú y el asesinado capitán Byron Lima aparecen como principales protagonistas. 
 



INSTANCIAS QUE OPERAN DEMANDAS LEGALES, CABILDEO Y ASESORÍA PARA JIMMY MORALES Y EL 

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 

 

 
 
 
“Guatemala Inmortal”, evangélicos y sionistas: la familia Garcés de Marcilla-Amaro 
 
Otra familia involucrada en la campaña contra la CICIG es la de origen cubano Garcés de Marcilla-Amaro. 
Se trata de la pareja Mayda Elina Amaro González de Garcés de Marcilla y José Luis Garcés de Marcilla 
Bobes, cubanos llegados a Guatemala con sus padres tras el triunfo de la revolución en Cuba en 1959. 
Eran católicos cuando se casaron en 1971 en la iglesia Santa Delfina de Signé que en realidad es una 
iglesia de la familia Castillo, ubicada en los terrenos de la Cervecería Centroamericana. Con la penetración 
del neopentecostalismo a Guatemala en la década de 1970, la familia se cambió hacia esa orientación 
religiosa. 
 
Amaro González es hija del cubano Esteban Amaro Rodríguez, llegado a Guatemala en la década de 
1960 para convertirse en uno alto directivo de la Asociación Guatemalteca de Transportes y con razón. En 
la Cuba del dictador Fulgencio Batista, la familia Amaro tenía el control del transporte terrestre. Amaro 
González es hermana de la madre de Cristy López-Ibáñez. 
 
Más importante aún es Garcés de Marcilla Bobes, ingeniero llegado de joven desde Cuba en la década de 
1960 junto a su padre José Luis Garcés de Marcilla y Álvarez. El ingeniero Garcés de Marcilla Bobes 
cobró notoriedad al convertirse en uno de los dueños del Restaurante Nais durante la década de 1970, del 
cual años más tarde sería su propietario único. Sin embargo, se hizo más famoso al convertirse en pastor 
de la Iglesia El Verbo, desde donde apoyó abiertamente el régimen militar del gobernante de facto, general 
Efraín Ríos Montt, ya fallecido. Junto a su esposa Mayda Amaro, el ingeniero Garcés de Marcilla Bobes 
fundó la compañía Verbo Music, desde la cual se lanzó una fuerte campaña de cantos religiosos donde el 
papel de su esposa fue fundamental para impulsar a la Iglesia El Verbo, dentro y fuera de Guatemala. 



 
Junto a su esposa fundarán el grupo de empresas GAMAR cuyo nombre resulta de la combinación de sus 
apellidos, la cual está integrada por cinco empresas que son: 
 

i) Latin Door Trading, S.A., distribuye equipos de seguridad y escaneo. 
ii) One Voice Corporation (One Voice Records). 
iii) Nais, S.A. 
iv) PIC, S.A, restaurante y paqueos de vehículos); y, 
v) Database. 

 
En todas esas empresas aparece el hijo de la pareja José Luis Garcés de Marcilla Amaro, dueño del 
Restaurante Nais Acuarium localizado en la zona 10 de la capital guatemalteca, que cuando fue 
inaugurado contó con la participación de personajes políticos vinculados a la familia, tal como se puede 
apreciar en la siguiente foto. 
 

 
 
Garcés de Marcilla padre e hijo en los extremos, y al centro el exvicepresidente de la República, 

Rafael Espada, y el entonces alcalde capitalino, Álvaro Arzú, fallecido recientemente. 

 
 
El hijo Garcés de Marcilla Amaro cobró notoriedad cuando en agosto de 2017, en el contexto de la 
decisión del gobierno Jimmy Morales de declarar “persona non grata” a Iván Velásquez, organizó un 
evento religioso evangélico-musical en la Plaza Central para expresarle el respaldo al gobernante, según 
lo mostró la cadena noticiosa Emisoras Unidas. 
 

 
 



Garcés de Marcilla Amaro está casado con Paola Castañeda Kennedy, hija de Ruth Joanne Kennedy 
Bickford de Castañeda, quien proviene de la familia Bickford que también es parte de “Guatemala 
Inmortal”, en donde destaca su prima Tilly María Bickford Neutze de Salazar, quien es una de las más 
activas “damas de blanco” de ese grupo, y asociada al Ingenio Santa Teresa de la familias Vila y 
Escamilla. Su familia es fundadora de la empresa PRECON ligada al sector constructor y conectada con el 
grupo corporativo CEMPRO. 
 

 
 

Tilly Bickford con integrantes de “Guatemala Inmortal”. 

 
Los padres de Bickford Neutze fueron asesinados en junio de 1980 en el contexto de la guerra interna, 
cuando siendo dueños de la empresa de muebles CAMSA se oponían a la formación de un sindicato. El 
Ejército Guerrillero de los Pobres (EGP) se adjudicó el asesinato porque días antes habían sido 
asesinados tres trabajadores de CAMSA que organizaban el sindicato, por parte del Jefe de Seguridad de 
la empresa Coca-Cola, que en esos días era propiedad de empresarios de ultraderecha ligados a 
escuadrones de la muerte. 
 
Ese caso fue presentado por la Comisión de Esclarecimiento Histórico (CEH), de la siguiente manera: 
 

 
 
 



A Tilly Bickford Neutze se le observa constamente acompañando a Zury Ríos y a Ricardo Méndez-Ruiz. 
 

 
 
Tilly Bickford, segunda a la izquierda, acompañando a Giovanni Fratti, Raúl Falla, Ricardo Méndez-Ruiz (micrófono en mano) y 
un militar de la Asociación Movimiento Justicia y Reconciliación (ASOJURE). Los tres primeros de izquierda a derecha, miembros 
de “Guatemala Inmortal”; Falla y Méndez Ruiz de la FCT. En una reunión celebrada con todos los magistrados de la Corte Suprema 
de Justicia (CSJ), el 11 de julio de 2018. 

 
Garcés de Marcilla Amaro tiene una hermana que radica en Miami, Florida, y es un baluarte en la 
campaña mediática que vincula al mundo neopentecostal con el movimiento sionista que respaldan al 
gobernante Jimmy Morales. Ella es Gloria Garcés de Marcilla Amaro, primo y prima respectivamente de 
Cristy Ibáñez-López. La familia Garcés de Marcilla, además de instalarse en Guatemala también adoptó la 
nacionalidad estadounidense al radicar en Miami, Florida, donde se integraron al exilio cubano 
contrarrevolucionario. 
 
Gloria Garcés de Marcilla es una guatemalteca radicada en Miami que funge como Directora de la ONG 
“Fuente Latina”, productora de noticias y videos en español para y sobre Israel, y vinculada a 
organizaciones sionistas. Esta ONG es financiada por una variedad de fundaciones israelitas como por 
ejemplo: MZ Foundation, The Moses Feldman Family Foundation, Feldman Foundation TX, Feldman 
Foundation CA, The Michael and Andrea Leven Family Foundation, The Goodman Family Supporting 
Foundation, The Adam and Gila Milstein Family Foundation, The Norman Braman Philanthropic Fund, The 
Natan Fund, The Herbert Bearman Foundation, Jack Chester Foundation, y otras más. 
 
Gloria Garcés también ha dirigido la empresa de música cristiana One Voice Records de la familia Garcés 
de Marcilla. Como residentes en Miami están empadronados en el Partido Repúblicano. 
 



 
 

Cristy Ibáñez-López Amaro y Gloria Garcés de Marcilla Amaro en su viaje a Israel. 

 
Junto con su prima Cristy Ibáñez-López, su cuñada Paola Castañeda, y la financista de “Guatemala 
Inmortal”, Marta María Maegli Novella, viajaron a Israel como parte de la comitiva que respaldó a Jimmy 
Morales en el traslado de la Embajada de Guatemala a Jerusalén a mediados de mayo de 2018, y que 
cabildean fuertemente con congresistas republicanos y el gobierno de Israel para lograr el retiro de la 
CICIG de Guatemala. 
 

 
 
En la foto de izquierda a derecha: Ibáñez-López Amaro, Marta María Maegli Novella, Paola Castañeda 

de Garcés de Marcilla, y el abogado Giovanni Fratti, uno de los integrantes más activos de 
“Guatemala Inmortal” que está vinculado a la FCT, parte de la comitiva que acompañó a Jimmy Morales 

durante su viaje a Israel en el que se inauguró la Embajada de Guatemala. 

 
 
En la foto siguiente, puede observarse en los extremos a los hermanos Garcés de Marcilla (José Luis y 
Gloria) acompañando a la Canciller, Sandra Joviel, y al multimillonario estadounidense y sionista Sheldon 
Adelson y su esposa Miriam Adelson al centro. Sheldon Adelson fue el patrocinador y financista del viaje 
de Jimmy Morales y su comitiva gubernamental, diputados y miembros de Guatemala Inmortal y la Liga 



Pro Patria que viajaron a Israel en el avión del magnate de los casinos en Las Vegas, Nevada, y financista 
de la campaña presidencial de Donald Trump. 
 

 
 

Los Garcés de Marcilla, Sandra Jovel y el multimillonario Sheldon Adelson. 

 
 
La familia Falla Castillo 
 
Dentro del mundo evangélico neopentecostal involucrado en la campaña contra la CICIG se encuentra 
Aida Beatriz Falla Castillo de Contreras, baluarte financiero de “Guatemala Inmortal” y financista de la 
estrategia. Es esposa de Álvaro Sergio Contreras Valladares -hijo del fallecido periodista fundador del 
diario Prensa Libre, Álvaro Contreras Vélez- quien fue Secretario de Asuntos Privados del Jefe de Estado, 
Efraín Ríos Montt durante su gobierno de facto (marzo de 1982-agosto de 1983), y de Alicia Valladares 
Morris, hermana del coronel Enrique Luis Valladares Morris de la Promoción 39 de 1939 de la Escuela 
Politécnica, la misma de Manuel Francisco Sosa Ávila, cuñado del general ya fallecido Efraín Ríos Montt. 
 
Importante notar que Falla Castillo de Contreras es hija de Arturo Falla Cofiño y Aída Castillo Zirión -
emparentada con los Saravia Castillo y Castillo Córdova como ya se dijo antes-, una fusión de capitales 
cafetaleros y cerveceros en el Siglo XX. La rama de los Falla Castillo será una de las que más pronto se 
vincularán a las iglesias pentecostales a través de la Iglesia El Verbo, y que mayor influencia ejercerán en 
otras familias de la oligarquía que en el gobierno de Jorge Serrano Elías (enero 1991-mayo 1993) 
aparecieron ejerciendo cargos públicos como los Alejos, Benfeldt, Zepeda Castillo, Juan Francisco Bianchi 
Castillo3 . En la escuela de Iglesia El Verbo estudió y se formó Zury Ríos Sosa. 
 
Entre las activistas anti CICIG de “Guatemala Inmortal” se encuentra Susana del Carmen Barillas Mury de 
Valdez, integrante del partido político VIVA y ex candidata al Concejo Municipal de la capital en las 
elecciones generales de 2015. Es representante legal del orfanato Asociación De Beneficencia Nuestra 
Señora De Guadalupe. 
 

                                                           
3 Político y religioso clave en el gobierno de facto de Ríos Montt y de Serrano Elías, quien junto a Contreras Valladares eran los 

ancianos de la Iglesia El Verbo en ese gobierno. 



 
 

Barrillas Mury de Valdez, señalada con la flecha, conjuntamente con las hermanas Ibáñez-López Amaro; 
Méndez-Ruiz entre su esposa y consuegra. 

 
En “Guatemala Inmortal” también aparece la abogada Olga María Pivaral Alejos de Pizzillo, vinculada al 
caso TCQ dado a que ha sido asesora jurídica por medio del bufete José Quesada & Asociados, del cual 
ya se explicó sus conexiones. Es hija de Olga María Alejos Ávila de Pivaral, quien a la vez es hija de 
Carlos Alejos Arzú, hermano de Roberto Alejos Arzú, finquero que cedió la Finca Helvetia a mercenarios 
cubanos para prepararse para la invasión de Bahía de Cochinos, Cuba. Pivaral Alejos de Pizzillo está 
emparentada con la familia Leal Pivaral, propietarios del Ingenio Magdalena, y con el diputado y militar del 
FCN-Nación, Herber Armando Melgar Padilla. 
 
 
La estrategia oscura, ilegal y dura del netcenter: la Fundación contra el Terrorismo (FCT). 
 
Dentro de la millonaria campaña de cabildeos, ataque y difamación que se ha montado desde el bloque de 
poder ultra conservador, de la elite económica, política y religiosa anti CICIG se encuentra la figura de 
Ricardo Rafael Méndez-Ruiz Valdes, Presidente de la FCT. Se le considera el paralelo de Cristy Ibáñez-
López al ser el coordinador de la estrategia oscura, ilegal y dura desde el denominado “net center”. Ataca 
abiertamente desde las redes Facebook y twitter en alianza con otros operadores de extrema derecha, y 
ejecuta acciones judiciales. 
 
Así es como el rol de Méndez-Ruiz ha sido, por un lado presentar diversas demandas conjuntamente con 
el equipo de abogados que integran la FCT, contra funcionarios del MP, CC, PDH y la criminalización de 
directivos de organizaciones sociales y liderazgos comunitarios. Al mismo tiempo, ha contribuido a montar 
una extensa de red dentro de las llamadas redes sociales que vía twitter o Facebook se expresan creando, 
reproduciendo y multiplicando mensajes difamatorios, falsos o ilegales, desde direcciones falsas y abiertas 
para manipular la opinión pública a su favor y contra la CICIG, y en contra de todos aquellos que 
consideran “enemigos internos” y quienes se les opongan. 
 
El principal financista de la FCT es Juan Luis Bosch Gutiérrez, el millonario empresario agroindustrial que 
copreside la CMI, como ya se dijo antes. Uno de los objetivos de ambos es destruir la imagen de Dionisio 



Gutiérrez Mayorga –primo de Bosch-Gutierrez-, de quien se menciona que debido a su participación 
política en los últimos 25 años, descuidó los negocios familiares provocando dejarlos en una mala 
posición. CMI es una corporación que Juan Luis Bosch Gutiérrez la ubica por encima del Estado, y todo lo 
que haga la familia debe girar en esa dirección. El enfrentamiento entre Bosch Gutiérrez y Gutiérrez 
Mayorga, que alcanza a otros familiares como Felipe Bosch Gutiérrez y Juan José Gutiérrez, es una de las 
razones del por qué Juan Luis Bosch Gutiérrez está financiando a la FCT.  
 
Sin embargo, pesa aún más la defensa y encubrimiento que CMI hace de sus oscuros negocios que tienen 
relación con la millonaria evasión fiscal que sus centenas de empresas –más de 300 según se ha 
estimado- avaladas en turbios acuerdos con los gobiernos de turno, y que tratan de esconder a toda costa. 
La FCT ha visto este caso como uno de mucho valor en su ataque a Dionisio Gutiérrez Mayorga, un 
empresario que fue adoptando un discurso cada vez más cercano en favor de la CICIG y opuesto a los 
intereses del llamado “Pacto de Corruptos”, lo cual no lo exculpa de esos millonarios y nebulosos acuerdos 
que incluyen la apertura de decenas de empresas en paraísos fiscales, lavado de dinero, doble 
contabilidad y beneficios fiscales en la concesión y construcción de hidroeléctricas. 
 
Los resquemores y divisiones creadas por ese discurso dentro de la elite empresarial, más el supuesto de 
que es él el involucrado en esa millonaria evasión fiscal y lavado de dinero dentro de CMI, según lo ha 
denunciado recientemente Méndez-Ruiz, hace que la FCT se haya convertido en la expresión de sus 
financistas como un acérrimo enemigo de Gutiérrez Mayorga. Hay que recordar que las pruebas 
presentadas por Méndez-Ruiz sobre ese caso se remontan a las demandas judiciales que el fallecido 
Arturo Gutiérrez montó contra todos sus sobrinos -los Bosch Gutiérrez-Gutiérrez Mayorga- desde 1998, 
tanto en Estados Unidos como en Guatemala, en las que grabó conversaciones confidenciales delicadas 
que denotan el nivel de corrupción de CMI.  
 
Pero además, la FCT recibe fondos de una alianza bien definida proveniente de los empresarios Juan 
Guillermo Gutiérrez Strauss, hijo de Arturo Gutiérrez, y del empresario importador Jorge Raúl García 
Granados de Garay. “La guerra de los pollos”, dirían algunos. Gutiérrez Strauss, es el heredero de los 
restaurantes Arturo´s, fundados por su padre Arturo Gutiérrez y tío de los co Presidentes de CMI, ya con 
presencia en Guatemala para competir con los restaurantes de “Pollo Campero”, la marca insignia de la 
CMI. Mientras que García-Granados Quiñónez es hijo de Raúl García-Granados Quiñónes, ya fallecido, y 
quien fuera el Secretario de la Presidencia durante el gobierno del general Fernando Lucas García (1978-
1982), importador de pollo desde Estados Unidos marca Tyson. 
 
Gutiérrez Strauss tiene sus razones para financiar a Méndez-Ruiz. Se evidencia en la demanda legal que 
le han montado a Dionisio Gutiérrez por evasión fiscal. Una alianza de intereses y bloques de poder para 
desplazar a un enemigo común. La pérdida de la parte patrimonial en CMI que le correspondía a su padre 
Arturo Gutiérrez, es lo que lo motiva. 
 
Mientras que García-Granados de Garay, cuñado del fallecido Alcalde capitalino, Álvaro Arzú Irigoyen, 
tiene también sus propias razones para financiar a la FCT. Primero, como Presidente del Grupo Buena, es 
un reconocido importador y distribuidor de alimentos y fue uno de los grandes beneficiados durante el 
gobierno de Alfonso Portillo Cabrera, cuando se intentó romper con los monopolios de los mercados del 
azúcar y pollo en manos del monopolio del grupo AZASGUA controlado por los principales ingenios 
azucareros; y de la Corporación CMI de los Bosch Gutiérrez-Gutiérrez Mayorga, respectivamente. Las 
batallas legales, políticas y acuerdos con los gobiernos de turnos que se lanzaron por parte de esos 
grupos, bloquearon los acuerdos gananciosos a los que aspiraba el Grupo Buena. Y Dionisio Gutiérrez 
siempre aparece como actor protagónico. 
 
La familia de García-Granados de Garay, dueña del Ingenio Tierra Buena, se había retirado a Venezuela a 
donde trasladó sus negocios azucareros tras la caída del gobierno del general Fernando Romeo Lucas 
García, del cual había formado parte por las relaciones familiares entre el general y el Secretario de la 
Presidencia de ese entonces, Raúl García-Granados Quiñones, padre de García-Granados de Garay. 
 
Durante el gobierno de Portillo Cabrera, las importaciones de azúcar eran realizadas conjuntamente con 
las empresas Azúcar del Caribe, S.A. y Melpo´s Candy, cuyos Representante Legales eran Méndez-Ruiz 



Valdés y Jorge Eduardo Ruiz Vásquez -uno de los hermanos llamados “Los Fuchos” que medios de 
prensa han señalado de estrechas conexiones con la ex Vicepresidenta de la República, Roxana Baldetti, 
y el narcotráfico-, en alianza con el Grupo Buena. 
 
El azúcar provenía de Cuba como parte de un acuerdo desconocido dentro de Cuba. En Guatemala, el 
azúcar se transportaba en ferrocarril cuando la ex empresa estatal Ferrocarriles de Guatemala (FEGUA) 
era ya operada por la Compañía Desarrolladora Ferroviaria, S.A. (FERROVÍAS), propiedad del grupo 
Campollo Codina, propiedad del Ingenio Madre Tierra. Los negocios azucareros de Méndez-Ruiz tenían su 
sede en las instalaciones de FERROVíAS, en tanto que el azúcar se almacenaba en las bodegas de 
Almacenes y Servicios, S.A. (ALSERSA), una empresa del Instituto de Previsión Militar (IPM) de la que 
Méndez-Ruiz Valdés ha sido Representante Legal y cuyos socios son militares, siendo sus fundadores:  
 

 Banco del Ejército, S.A. 
 Aseguradora Guatemalteca de Transporte, S.A. 
 Instituto de Previsión Militar (IPM); y, 
 Banco de los Trabajadores (BANTRAB). 

 
De hecho, uno de los principales usuarios de las bodegas de ALSERSA es el IPM, y su Representante 
Legal actual es el general retirado José Humberto Marroquín Zelada, integrante de la Junta Directiva de 
Asociación de Veteranos Militares de Guatemala (AVEMILGUA). 
 
Según el ex Presidente de la República, Alfonso Portillo Cabrera, Méndez Ruiz Valdés y su padre coronel 
Ricardo Méndez-Ruiz Rohsmoser, ya fallecido (propietario de la empresa Importadora Azul), estaban 
asociados con Jorge García-Granados de Garay para la importación de pollo marca Tyson desde Estados 
Unidos. Las importaciones de pollo y azúcar enfrentaron al gobierno de Portillo Cabrera con las elites 
empresariales que controlan los monopolios avícola y azucarero, siendo esta la razón más importante de 
la situación legal que vivió Portillo Cabrera hasta que se dio su extradición a Estados Unidos, acusado de 
lavado de dinero en ese país en mayo de 2013, y en la que siempre se ha señalado a Dionisio Gutiérrez 
como el principal promotor de esa extradición. 
 
En las instalaciones de FERROVÍAS también tiene su sede la empresa Maya Quetzal, S.A., vinculada en 
el negocio de chatarra a FERROVÍAS y a la industria del acero tal el caso de Aceros de Guatemala de las 
familias Campollo Codina, Gabriel Abularach, Gabriel Girón y del empresario azucarero Marco Augusto 
García Noriega –este último recientemente nombrado Presidente de CACIF-. Todos estos grupos 
familiares están involucrados en el “caso de evasión fiscal Aceros de Guatemala” investigado por CICIG y 
MP. 
 
El propietario de Maya Quetzal es el ingeniero industrial Inngmar Walterio Iten Rodríguez, señalado de ser 
uno de los principales narcotraficantes del país, y principal financista de los partidos políticos ganadores 
de las elecciones presidenciales desde el gobierno de Alfonso Portillo Cabrera y el FRG, hasta el de Otto 
Pérez Molina y el PP. Actualmente, Iten Rodríguez es procesado y guarda prisión preventiva junto a varios 
reconocidos empresarios que contribuyen a la causa anti CICIG, procesados por el “Caso Traficantes de 
Influencias” que CICIG y MP presentaron en enero de 2018. Entre estos empresarios se encuentran: 
 

 Luis Fernando Leal Toledo y Jorge Luis Monterroso Toledo, primos y directivos del Ingenio 
Magdalena. 

 Hugo Alberto y Juan Milton Molina Botrán, hermanos que dirigen el Grupo Olmeca, los mayores 
productores de palma africana y banano de Guatemala y con raíces familiares en los poderosos 
terratenientes Molina Espinoza (HAME y REPSA) así como en la industria azucarera y licorera de 
la familia Botrán. 

 
Otra razón fundamental del compromiso de García-Granados de Garay en la alianza forjada con Méndez-
Ruiz Valdes y la FCT, es un hecho histórico: su secuestro por las guerrillas a finales de 1979, y su 
posterior liberación en enero de 1980 tras el pago de una cantidad millonaria, se debió a una compleja 
negociación en la que además de la intervención del Estado Mayor Presidencial (EMP) de Lucas García, 
hubo una participación de dos agentes de inteligencia argentinos-israelitas: Leonardo Sergio Gleser Rubin, 



quien coordinó las negociaciones y pagó el rescate; y Hugo Rodolfo Roitman Braier, también conocido por 
su nombre judío de Uri Roitman. En ese operativo habría participado el entonces capitán Otto Pérez 
Molina, siendo oficial del EMP y en donde se conocieron con Roitman. Este último está siendo procesado 
por el “Caso Lago de Amatitlán”, montado por Baldetti y Roitman y puesto al descubierto por CICIG y MP. 
 
La participación de agentes de inteligencia israelitas se logró por los lazos históricos de la familia García-
Granados con Israel, y los negocios que García-Granados Quiñones tenía con millonarios empresarios 
israelitas de la construcción y exportación de armas. Las buenas relaciones con Israel fueron las que 
propiciaron la participación directa de asesores militares, de inteligencia y de servicios de seguridad 
electrónica y privada al Ejército de Guatemala durante y después de la guerra interna y el proyecto militar 
de la contrainsurgencia. Es más, cuando finalmente Álvaro Arzú logró la Alcaldía municipal en 1986, su 
principal aparato de seguridad estaba integrado por oficiales de inteligencia israelitas, y entre ellos 
aparecía Hugo Roitman. Ellos se encargaron de reprimir directamente al sindicado municipal de esa 
época. 
 

 
 

Foto: diario Prensa Libre del 11 de febrero de 1986 en donde se acusa a Álvaro Arzú  
y su seguridad israelita de represión. 

 
 
Roitman también fue jefe de seguridad de la familia Habie, de la comunidad judía guatemalteca, luego del 

asesinato a manos de las guerrillas del empresario Alberto Habie Mishaan en 1980, siendo Presidente del 

CACIF. La Corporación Liztex y Tikal Futura son sus principales negocios, heredados/fundados por su 



hijo, José Habie Nigrin -Joey Habie-, quien se convirtió en la cabeza del emporio familiar y a quien 

Roitman sirvió, y del que a la postre luego sería su socio en el fallido proyecto de línea aérea Tikal Jet, 

conjuntamente con Antonio Arzú Irigoyen, hermano de fallecido Alcalde capitalino. La esposa de Joey 

Habie, Mariana Inés Diamond Steinberg de Habie, aparece imputada en el caso de financiamiento 

electoral ilícito al partido de gobierno FCN-Nación como enlace de Rodrigo Arenas, dirigente del MCN y 

también procesado por ese caso. 

Hoy, Roberto García-Granados, el primogénito del fallecido Alcalde, junto a sus hijos García-Granados 
Saravia, y el empresario Rodrigo Lainfiesta -investigado y procesado por varios actos de corrupción- son 
parte de la agrupación “Guatemala Inmortal” y de la FCT. Las investigaciones que CICIG y MP realizaban 
a Álvaro Arzú por actos de corrupción, sumado a las posibles investigaciones que el MP estaría realizando 
por el asesinato de monseñor Juan Gerardi durante su gobierno, son razones de sobra de esa familia para 
mantenerse aliada en la campaña contra la CICIG. Viejas alianzas que toman sus formas de acuerdo con 
las coyunturas políticas. 
 

 
 

En la fotografía se observa a Roberto García-Granados Arzú (también del Grupo Buena), sobrino de 
García-Granados de Garay, con sus hijos García-Granados Saravia y Rodrigo Lainfiesta manifestando 

contra la CICIG frente a la sede de la institución. En esas acciones y alianzas, otra figura central 
es el actual Presidente del Congreso de la REpública, Álvaro Arzú Escobar, hermano de padre de 

García-Granados Arzú. 

 
 
La FCT, Méndez-Ruiz Valdes y la red que coordina 
 
Ricardo Méndez-Ruiz Valdes como presidente de la FCT, coordina una extensa red de cientos de tuiteros 
que producen pero fundamentalmente reproducen mensajes falsos, difamatorios y ataques continuos 
contra la CICIG, ONG de derechos humanos, agrupaciones y organizaciones sociales así como liderazgos 
y movimientos comunitarios en resistencia contra la minería, hidroeléctricas y grandes plantaciones de 
monocultivos. En esta red se fusiona la que maneja Cristy Ibáñez-López desde “Guatemala Inmortal”. 
 
 
Para mantener activa esta red han sido cooptados reconocidos tuiteros que desde principios de 2017 
pasaron a conformar la estructura de ataque desde las redes sociales, sea twitter, facebook y/o el canal de 
videos Youtube. Incluso, filmando o fotografiando públicamente a sus enemigos y exponiéndolos en videos 
o en fotografías. 
 
Entre los nombres públicos que encabezan esa estructura están: 



 
1. Rodrigo José Miguel Héctor Manuel Polo Pinetta, mejor conocido como Rodrigo Polo. Experto en 

computación y bases de datos, Polo pasó a integrar la red anti CICIG a principios de 2017. 
Cercano al diputado Luis Hernández Azmitia, se ha convertido en una pieza clave de transmisión 
de mensajes y videos que le son compartidos por fuentes oficiales y privadas. Genera y es de los 
primeros que reenvía mensajes falsos y difamatorios, convirtiéndolo en un nodo de la macrored de 
redes sociales anti CICIG. Se nota su plena cercanía a Ricardo Méndez-Ruiz Valdés,  
acompañando manifestaciones y grabando con grupos anti CICIG tales como la FCT, “Guatemala 
Inmortal” y la Liga Pro Patria. Como caja de resonancia, busca tener efectos en las redes sociales 
a pesar de las múltiples ilegalidades que comete. 

 
No es claro hasta donde su pasado familiar es parte de sus conexiones con las redes anti CICIG. 
Por el lado de su madre, según se desprende de información de prensa, hay una conexión familiar 
con el coronel retirado Julio Caballeros Seigne, mejor conocido por haber sido Director de la 
desaparecida Policía Nacional (PN) durante el gobierno de Vinicio Cerezo Arévalo y la DCG. 

 
Por el lado de su esposa, Maribel Alonzo Forno, se desprende otra relación familiar con Antonio 
Arenales Forno, un abogado de extrema derecha que como ya quedó apuntado antes, fue el 
encargado de la Secretaría de la Paz (SEPAZ) y de la Comisión Presidencial de Derechos 
Humanos (COPREDEH) durante el gobierno de Pérez Molina y el PP. Arenales Forno también fue 
uno de los fundadores del desaparecido partido Unión del Centro Nacional (UCN), que tenía como 
principal figura a Jorge Carpio Nicolle, asesinado en 1993. Al frente de esas instituciones, Arenales 
Forno defendió a Ríos Montt negando que en Guatemala haya habido genocidio. Y claro esta: 
durante el gobierno de Portillo Cabrera fue diputado por el desaparecido partido político 
riosmontista FRG, diputación que conservó hasta el 2005 ya que fue reelecto en las elecciones 
generales de 2003. 

 
2. La segunda figura de este entramado mejor conocido como “netcentero” es la cubana 

contrarrevolucionaria Bárbara María Hernández Orego, con residencia en Kissimmee, Florida, 
quien es una experta en relaciones públicas con demandas en el pasado por sus sociedades con 
estafadores como el cubano/español Felix Javier Mostelac Trujillo, en Miami, dirigiendo la Cámara 
de Comercio Mercosur-USA. Ha sido contratada en Miami por personajes vinculados a la 
AVEMILGUA y la FCT; incluso fue gran defensora de César Montes, el ex comandante guerrillero 
que militó en las desaparecidas Fuerzas Armadas Rebeldes (FAR), hoy Director de la Fundación 
Turcios Lima y aliado de militares retirados integrantes de la FCT y la AVEMILGUA en el proyecto 
político Movimiento de Reconciliación Nacional (MORENA), y uno de los cerebros de la 
organización serranista que buscaba convertirse en partido político, mejor conocido como 
POVRES. Hernández Orego trabaja estrechamente con Rodrigo Polo. 

 
3. Un tercer personaje es Ana Karina González Núñez de Rottmann, quien junto a su esposo Otto 

Herbert Rottmann Chang, son propietarios del canal de cable VEA CANAL, y de la sociedad 
anónima del mismo nombre. Es un medio televisivo que dio un viraje sorpresivo en 2017 
alinéandose a la FCT, la Liga Pro Patria y “Guatemala Inmortal”, a las que no sólo les abrió el 
espacio de televisión sino que ahora acompaña la estrategia anti CICIG, incluso, entablando 
demandas judiciales como la que le montó al ex Superintendente de Administración Tributaria 
(SAT), Juan Francisco Foppa, en claro mensaje de esa extrema derecha que busca venganza por 
las golpes recibidos desde esa dependencia en los sonados casos de corrupción presentados por 
la CICIG y el MP. Por supuesto, Rottman Chang es hermano de German Rafael Rottmann Chang, 
capitán de Aviación graduado en la Escuela Politécnica en 1979, junto a militares como Marco 
Aurelio Aragón Cifuentes, hermano de otros militares y abogados que han accionado contra la 
CICIG por medio de Fundación Latinoamericana para el Desarrollo Integral (FUNLADI), y que 
tuvieron fuertes señalamientos de corrupción, lavado de dinero y de financiamientos electorales 
ilícitos durante 2005 y 2006, en casos vinculados a Pérez Molina y Baldetti Elías. 

 
En el caso del capitán German Rottmann Chang, fue Viceministro de Protección Social del 
Ministerio de Desarrollo (MIDES) durante el gobierno de Pérez Molina y ocupó el cargo de 



Secretario Adjunto III en la dirección del partido político VIVA. En 2017, Rottmann Chang aparecía 
laborando en el Congreso de la República bajo el renglón 022 devengando Q. 23 mil mensuales 
con el cargo de Profesional II. También fue diputado por el listado nacional en el período 1990- 
1994 como representante del extinto partido político Movimiento de Acción Solidaria (MAS), del 
cristiano evangélico ex Presidente de la República, Jorge Serrano Elías. Los hermanos Rottmann 
Chang, junto al millonario empresario y secretario general del PAN, Juan Guillermo Gutiérrez 
Strauss –como ya se dijo, financista de la FCT- son citados de estar entre los principales 
financistas del proyecto político POVRES. 
 

 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



ESTRUCTURA DE MANEJO DE REDES SOCIALES PARA CAMPAÑAS SUCIAS, 
ESTIGMATIZACIÓN Y CRIMINALIZACIÓN 

 
 
 
Otro bloque de personajes que contribuyen plenamente en esa madeja de redes sociales contra la CICIG, 
replicando la desinformación son: 
 

1) Alejandro Berganza, hermano de madre del empresario de la chatarra, Inngmar Walterio Iten 
Rodríguez, en prisión domiciliaria por el “Caso Traficantes de Influencias. 
 

2) Estuardo Falla Castillo, cafetalero, hermano de Aida Falla Castillo, de quien ya se comentó 
anteriormente sus conexiones con los financiamientos de esta macrored, y sus conexiones con la 
familia Castillo. 
 

3) Kenneth Müller, autonombrado Director de cine que es hijo del coronel retirado Gustavo Adolfo 
Padilla Morales o Gustavo Adolfo Müller. 
 

4) El abogado Giovanni Fratti de “Guatemala Inmortal”. 
 

5) Betty Marroquín Silva, empresaria que cabildea a nivel del Congreso estadounidense con 
congresistas republicanos. 
 

6) Roberto Díaz Finat, de origen chileno con conexiones dentro de Guatemala desde que fue 
estudiante del Liceo Guatemala, cuando vivió como joven en la década de 1970. 
 



7) Gladys Lucrecia Folgar Bonilla, cuñada del general Lionel Sisniega-Otero Cordero, ex Comandante 
de la Guardia Presidencial en el gobierno de Pérez Molina e hijo del dirigente anticomunista Lionel 
Sisniega Otero; y, 
 

8) El militar retirado Fernando Solis, integrante de la Alianza Nacionalista Guatemalteca (ANG), 
agrupación de extrema derecha, y quien elabora videos de ataques difamatorios. Es un aliado del 
periodista, abogado y ex candidato presidencial del PP en las elecciones generales de 2015, Mario 
David García. Trabajo para la revista Cronica cuando este último la dirigía. 

 

 
 

En la foto aparece el militar retirado Fernando Solís, filmando a sus  
detractores en el Congreso de la República. 

 

 
 
El militar retirado Fernando Solís filmando e insultando de “terroristas” a personas de diferentes 
comunidades que habían llegado a una de las audiencias del Caso CREOMPAZ, el 7 de junio de 2016. 

Portaba un carné de periodista a nombre de “Radio Libertad". 



 

Un grupo claramente identificado en twitter que replica información que para el grupo es importante, está 
integrado por: 
 

 Cristy López-Ibáñez @crilopezibanez, de quien anteriormente ya fue mencionada. 
 

 Mar Max @marmax910911991, cuenta desconocida. 
 

 Susana Morazán @susanamorazan, quien es presentadora de canal TV Azteca, de capital 
mexicano pero con orígenes en los capitales de los Botrán Díaz desde que fundaron el canal de 
televisión Latitud, hijos de José Alejandro Botrán Gómez, uno de los principales financistas de Zury 
Ríos. 
 

 En TV Azteca también tiene un programa la ex integrante del MCN, Gloria Álvarez, guatemalteca 
de origen cubano muy conectada con la red anti CICIG y quien pasó a formar parte del equipo de 
Libertopolis 
 

 Ma.Antonieta Santizo @marian2049, cuyo nombre completo es María Antonieta Santizo, una fiel 
defensora de Ríos Montt, y leal a su hija Zury Ríos Sosa; y, Nicholas Virzi @nicholasvirzi, de quien 
ya se escribió previamente. 

 
Entre las redes de grupos y de personas encubiertas bajo pseudónimos desde donde arrancan muchos 
mensajes y replicas están, como una de las más importantes la identificada como YES MASTER 
@lordvader55, que se rumora está ubicada en Pennsylvania, en el norte de la costa atlántica 
estadounidense. Sin embargo, existe una denuncia pública que quien está detrás de esa cuenta es César 
Augusto Cabrera Leonardo, hijo del ex director de Inteligencia Militar, César Augusto Cabrera Mejía 
(1990), este último en prisión preventiva por el Caso Creompaz, y quien era el favorito de Jimmy Morales 
para ocupar el cargo de Ministro de Gobernación al inicio de su gobierno. Cabrera Leonardo está 
contratado desde 2016 en la actual administración gubernamental de Jimmy Morales Cabrera en la 
Secretaría Privada de la Presidencia. Su contrato establece que presta “Servicios técnicos para el apoyo 
en la implementación y desarrollo de proyectos tecnológicos, de información y de seguridad de la 
Presidencia de la República”. Cabrera Leonardo se graduó en 2002 como Ingeniero en electrónica, 
informática y ciencias de la computación con diplomado en Biofísica, en la Facultad de Ingeniería de 
Sistemas, Informática y Ciencias de la Computación de la Universidad Francisco Marroquín (UFM). 

  
 

 Otra cuenta muy importante por lo que genera y cómo replica la desinformación es Interrogación 
@Miriamh82257205, ocurriendo lo mismo con la cuenta Politico Insurrecto. 
 

 Grupos como Somos Guate y Sociedad GT, conectadas con “Guatemala Inmortal” y la FCT, 
también hacen lo suyo. 
 

A ellas se añaden los grupos de militares activos, retirados, de sus familiares y amistades, que han 
activado cuentas en esas redes sociales con nombres falsos o verdaderos. Como un ejemplo puede 
señalarse la página en la red Facebook de la agrupación “Hijas de Militares”, manejada por la abogada 
Thelma Inés Peláez Pinelo, hija del coronel retirado Cecilio Antonio Peláez Morales, cuyo hermano, 
coronel Edgar Otoniel Peláez Morales, es prófugo por el “Caso CREOMPAZ”. 
 
En el caso de Cecilio Antonio Peláez Morales, es el responsable/autoría del documento de AVEMILGUA 
conocido bajo el nombre de “Aspectos a considerar en la defensa”, que salió a luz pública en el contexto 
del “Caso de Genocidio” por el que se procesó a Ríos Montt, al igual que al ex Jefe de Inteligencia Militar, 
José Mauricio Sánchez Rodríguez, en un estilo de análisis de escenarios, típico de servicios de 
inteligencia militar, y desarrollado con base en el discurso tradicional de la contrainsurgencia. 
 
Un párrafo de ese texto, dice:  



 
“El oponente ha mantenido –desde antes de la firma de los Acuerdos de Paz–, una campaña permanente 
de preparación, para ablandar la mentalidad de los ciudadanos, fiscales y sector justicia en general, que 
no conocen las intimidades del enfrentamiento armado”. 
 
Incluso, ha circulado la especie a nivel diplomático, que un aparato paramilitar se habría constituido al 
interior del Ministerio de Gobernación, con la venia del actual ministro, Enrique Degenhart, denominado 
"Comando para el Control de la Criminalidad y la Conflictividad Social", mejor conocido como “C5”, 
controlado y operado por militares de alta y retirados. Este grupo, al mejor estilo de los escuadrones de la 
muerte organizados por la inteligencia militar durante los años de la guerra civil, habría sido ideado desde 
el círculo militar que rodea al presidente Jimmy Morales, e instancias de inteligencia estatal como la 
Secretaría de Inteligencia del Estado (SIE) y la Secretaría Técnica de Seguridad (STS) con la influencia 
del general Ricardo Bustamante Figueroa, ex Secretario de la STS. 
 
Ese conglomerado de grupos está integrado por: 
 
1. Fraternidad Militar. 
2. AVEMILGUA. 
3. Asociación de Viudas y Huérfanos por Guatemala (ASOVIGUA). 
4. Asociación de Solidaridad (ASOSOL). 
5. Asociación de Militares Cristianos de Guatemala. 
6. Asociación 2 de Agosto. 
7. Asociación de Discapacitados y Mutilados. 
8. Asociaciones de Promociones de la Escuela Politécnica. 
9. Asociaciones de ex Alumnos del Instituto Adolfo V. Hall. 
10. Asociaciones de Padres de Familia de Institutos Adolfo V. Hall. 
11. Asociaciones de Especialistas del Ejército de Guatemala. 
12. Asociaciones de Patrulleros de Autodefensa Civil. 
13. Asociación de Señoras de Oficiales del Ejército de Guatemala. 
14. Asociación de Médicos Militares. 
15. Asociación Instituto para la Justicia y el Derecho Militar. 
16. Asociación IPM. 
17. Asociación de Capellanes del Ejército de Guatemala. 
18. Asociación Familiares y Amigos de Militares Accionando Solidariamente (FAMILIAS). 
19. Asociación de Madres del Ejército de Guatemala. 
20. Asociación de Damas Militares. 
21. Asociación Contra el Terrorismo. 
22. Movimiento Equidad de Justicia 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 
El entramado de corrupción que envuelve al Ministro de Gobernación,  

Enrique Antonio Degenhart Asturias 
 
Enrique Antonio Degenhart Asturias fue nombrado Ministro de Gobernación en enero de 2018. Por lo 
actuado hasta ahora, todo indica que su nombramiento se realizó con el propósito de bloquear los 
cambios y depuración que ocurrían en el Ministerio de Gobernación (MINGOB) bajo la administración de 
Francisco Rivas Lara, y entorpecer las relaciones tejidas con la CICIG y el MP. Por lo tanto, Degenhart 
Asturias se coloca como una pieza clave dentro de la macrored anti CICIG. 
 
En su nombramiento parece haberse gestado una intrincada madeja de alianzas entre grupos de poder y 
crimen organizado, afectados y golpeados por las investigaciones de CICIG y MP. Ese nombramiento 
tendría como objetivo bloquear, en principio, la lucha contra la corrupción y, sobre todo, que los grupos 
oscuros enquistados en el MINGOB puedan operar más abiertamente en los escenarios que les son 
contrarios. Al mismo tiempo, las relaciones con aquellas instituciones quedarían desgastadas. Su viaje a 
Estados Unidos en abril de 2018,  conjuntamente con el Presidente del Congreso, Álvaro Arzú Escobar, 
habría sido parte de esa campaña oscura de cabildeo que busca que desde el Congreso 
estadounidense, se ahogue financieramente a la CICIG y se le desgaste políticamente. 
 

 
 



Enrique Antonio Degenhart Asturias al momento de ser juramentado Ministro del MINGOB 

 
Son las conexiones y sociedades con su hermano Ernesto José Degenhart Asturias las que comienzan a 
develar los oscuros intereses detrás, y que conducen en principio a las dos principales figuras de la 
estructura de crimen organizado y corrupción construida durante el gobierno del Partido Patriota (PP): 
Otto Pérez Molina y Roxana Baldetti; y de ahí a una tercera figura, el ex Alcalde capitalino, Álvaro Arzú 
Irigoyen, quien encabezaba la telaraña de poderes corruptos hasta antes de su muerte el 27 de abril de 
2018. 
 
Su hermano Ernesto Degenhart es un empresario vinculado al mundo de la industria textil, de 
combustibles e hidroeléctricas, que arrastra un largo historial de negocios fallidos y demandas judiciales. 
Pero lo que más llama la atención es su sociedad con Jonathan Henry Chévez -Cheeves o Cheves, 
apellidos con los también se le conoce a uno de los principales responsables de “lavar” millones de 
dólares para Roxana Baldetti Elías, y por eso mismo está procesado judicialmente en los casos de 
corrupción que involucran a la ex pareja presidencial del PP. El colaborador eficaz Estuardo González, 
alias “Eco”, fue quien delató a Chévez, lo que lo pone en la mira. 
 
Cheves se inició en el negocio a mediados de la década pasada, cuando organizaba grupos de jóvenes 
para llevar dólares a Panamá. Para sacar los dólares sin alertar a las autoridades, cada persona llevaba 
como máximo US$ 9,999 -el monto mínimo para declarar era US$ 10 mil-, cuenta un reportaje del diario 
elPeriódico. 
 
En 2009 montó varias sociedades: TodoPago LLC, en Miami, Florida; Transfácil en Panamá; Trans Fácil 
y Transacciones Monetarias Unidas en Guatemala, las cuales montaron quioscos en centros comerciales 
para comprar y vender divisas. Además fundó Fortnox, S. A., la empresa dedicada al transporte de 
valores, y vinculada a la empresa de explotación de jade de Baldetti, en Usumatlán, Zacapa. 
 
Transacciones Monetarias Unidas, S.A. es una empresa ligada a Todopago, LLC, y a UBP-US, LLC con 
sede en, Carson City, Nevada, que fue fundada y dirigida por Ernesto Degenhart. 
 
 

 
 
 
UBP-US, una empresa actualmente suspendida, fue creada para servicios financieros y captación de 
remesas desde Estados Unidos a Guatemala y Panamá. Se cree que fue una de las varias empresas 
usadas por Chévez y Degenhart para lavado de dólares y financiamientos ilícitos, incluyendo proyectos 
hidroeléctricos. Incluso, amplias investigaciones del sitio de internet Ripoff Report acusan a los hermanos 
Degenhart, principalmente a Ernesto, de tener fuertes nexos con el narcotráfico. 
 
La estructura de esas empresas en Estados Unidos involucraba a la familia Pallancher, un bloque familiar 
de origen francés que a partir de la década de 1980, montó en Guatemala y El Salvador un grupo de 
empresas textileras y de ropa de moda con destino a Francia, y que han sido cerradas en años recientes. 
Para poder operar, ese grupo francés registró varias empresas en Panamá vinculadas al mundo textil y 
de mercadeo. Una de esas empresas es CPK Consultores, constituida en la década pasada en 
Guatemala y El Salvador, en donde se asociaron con el salvadoreño Gerardo Enrique Osegueda, quien 
en 2007 resultó ser cabecilla de una estructura involucrada en un millonario caso de corrupción, y por lo 
cual era prófugo desde ese año aunque fue capturado en España en marzo de 2018. 



 
Y fue ese negocio textil y maquilador que alió a los hermanos Degenhart con esa familia, en sus negocios 
textileros en El Salvador y Guatemala durante las décadas de 1980 y 1990. De hecho, fue en la industria 
textil como los hermanos Degenhart se iniciaron en el mundo empresarial. Con maquilas como Cortegua 
y Cortex, fallidas años después, se establecieron para comercializar tanto en Guatemala como en El 
Salvador. Ese mismo negocio textilero fue lo que generó estrechas relaciones entre el hoy Ministro del 
MINGOB, Enrique Degenhart, con el ex Presidente de la República, Álvaro Colom Caballeros y su ex 
esposa, Sandra Torres Casanova (2008-2012), ambos empresarios históricos de la industria 
maquiladora. 
 
Esa relación fue la que llevó a que Colom se decantara por Enrique Degenhart como interventor de la 
Dirección General de Migración durante los dos últimos años de su gestión, en 2010 y 2011. Un período 
de tiempo en el que se expuso las luchas de poder entre las estructuras criminales y militares que han 
controlado esa institución durante décadas. 

 

 
 

Enrique Antonio Degenhart Asturias, cuando fue juramentado Director de Migración. 

 
Degenhart llegaba a ese puesto con la experiencia de haber constituido empresas parecidas a las de los 
Pallancher, vinculadas al mercadeo y publicidad así como distribución de software, tal el caso de Grupo 
de Consultores de Software, S.A. que logró un contrato para instalar un software para control 
administrativo en la Dirección de Aeronáutica Civil en 2006, un año después que la empresa se 
constituyó, durante el gobierno de Óscar Berger Perdomo (2004-2008) y la Gran Alianza Nacional 
(GANA). 
 
Y El Salvador no les es extraño a los hermanos Degenhart. Su padre, Ernesto Degenhart Soto era 
salvadoreño, y aún mantienen su residencia en la exclusiva Colonia Escalón. Y es ahí donde se explican 
los orígenes extranjeros del actual Ministro del MINGOB. Su padre, de raíces alemanas -vía su 
bisabuelo- y estadounidenses, alemanas y españolas por el lado de su madre, María Francisca Asturias 
Rudeke de Degenhart. Y es por la vía materna que se observan las conexiones que quizá conducen a su 
nombramiento al frente del MINGOB hasta Arzú Irigoyen, y otras conexiones familiares que llevan hasta 
el helicóptero TG-HRP en el que viajó el Ministro de Ambiente, Alfonso Alonzo el 15 de abril de 2018, 
para la Consulta Popular por el diferendo con Belice. 
 
Asturias Rudeke de Degenhart es hermana de José Enrique Asturias Rudeke, quien fuera, a principios de 
la década de 1990, diputado por el Partido de Avanzada Nacional (PAN), en ese ese entonces el partido 
de Arzú Irigoyen. Los Asturias Rudeke son hijos de Elsa Rudeke Bran de Asturias y José Asturias 
Moulton. Por el lado materno, las conexiones familiares llegan al mismo ramal de la familia de Álvaro 
Arzú: los Arzú Roma, en el siglo XIX. Y otro apunte: cuando fue nombrado como Ministro de 
Gobernación, Degenhart había terminado un contrato con la Municipalidad de Guatemala, apenas dos 
semanas antes. 
 



Y es acá donde surge el vínculo con el helicóptero TG-HRP. José Enrique Asturias Rudeke, tío de los 
Degenhart, es padre de Aurelio Asturias Ekenberg, Presidente de la empresa Hidro Energía, S.A. y del 
Proyecto de Desarrollo Integral Central Rocjá Pontilá, S.A., propietaria del proyecto Hidroeléctrica Rocjá 
Pontilá, ubicado en las cercanías del Parque Nacional Laguna Lachuá sobre el Río Icbolay, Cobán, Alta 
Verapaz, suspendido por violaciones ambientales desde el 8 de junio de 2017. 
 
En esa empresa es socio su primo Ernesto Degenhart, mientras que Asturias Ekenberg también es 
dueño del helicóptero en el que voló el titular del MARN, el TG-HRP (H: Hidroeléctrica; R: Rocjá; P: 
Pontilá). Durante la reciente interpelación a Alonzo en el Congreso de la República, las diputadas 
interpelantes expusieron una declaración jurada del piloto del helicóptero TG-HRP, Christian Rudeke 
Braun-Valle, quien negó las declaraciones de Alonzo sobre el uso y el pago de ese helicóptero. Rudeke 
Braun-Valle también es primo de los Degenhart y de Asturias Ekenberg. 
 
Ese helicóptero ha sido visto en varias ocasiones en zonas de Alta Verapaz, relacionado con viajes de 
Asturias Ekenberg y funcionarios públicos para observar el proyecto Rocjá Pontilá. El caso más 
importante es cuando el diputado Erick René Lainfiesta Cáceres del partido Encuentro Guatemala (EG), 
viajó a ese proyecto con Asturias Ekenberg, develándose así sus intereses ya que el legislador es 
Presidente de la empresa Equipos y Demoliciones, S.A. (EQUIPSA), que vende explosivos a Asturias 
Ekenberg para ese proyecto hidroeléctrico, y también le provee los mismos al Ejército de Guatemala, del 
cual es contratista. 
 

 
 

De izquierda a derecha: de pie, el diputado Lainfiesta, y sentado Asturias Ekenberg; el helicóptero TG-HRP en la comunidad El 
Limonar, Uspantán, Quiché; y Asturias Ekenberg en reunión con comunitarios en esa región. 

 
Asturias Ekenberg también ha sido denunciado por comunidades de la Zona Reina de Uspantán, Quiché, 
por su interés en construir hidroeléctricas en las comunidades de El Limonar y La Ventana, las cuales 
visitó pero sin permisos ni estudios aprobados, en donde trató de ganar la confianza de la población. 
 
El Ministro Degenhart también está conectado a empresas que fueron expuestas en los Panama Papers, 
inscritas en Panamá, de las que se desconoce el propósito específico de su constitución. Una de ellas es 
Westbend Management, S.A. que, según archivos panameños, continúa activa. Otra empresa es 
Starwave Management, S.A., la cual también fue inscrita en Panamá pero también en Guatemala. Esta 
última es representada por Flor de Mayo Pacheco Pilón, quien preside la Fundación Guacamaya, creada 
por la petrolera Basic Resources hace varios años, e hija del militar e ingeniero José Guillermo Pacheco y 



de la ambientalista y columnista de prensa, Marta Pilón de Pacheco, ambos ya fallecidos. 

 
 
Degenhart ha reestructurado de tal manera el Ministerio de Gobernación, que ha puesto en evidencia su 
estrecha relación con oficiales de alto rango de la comunidad de inteligencia militar ligadas a viejas 
estructuras vinculadas al crimen organizado y la represión. Ese es el caso de uno de sus asesores clave, 
el abogado Luis Pedro Leonardo Coronado, un enlace con el Ministerio Público (MP) y la Dirección de 
Investigaciones Criminalísticas, -DICRI-, del MP. Leonardo Coronado es primo de César Augusto 
Cabrera Leonardo, de quien ya se advirtió maneja la cuenta de twitter bajo el pseudónimo de YES 
MASTER @lordvader55, destinada al ataque contra organizaciones sociales y de derechos humanos; es 
un asesor de seguridad de Jimmy Morales, e hijo del ex director de Inteligencia Militar, César Augusto 
Cabrera Mejía y quien está en prisión preventiva por el Caso Creompaz. Los primos tendrían también un 
parentesco familiar con Mynor Francisco Leonardo Cerón, militar detenido a la espera de extradición a 
Estados Unidos, acusado de narcotráfico y de nexos con otro militar ya extraditado Marlon Monroy 
Meoño (a) “El Fantasma”. Igual de delicado es el hecho que  Leonardo Coronado está casado con la 
abogada Gladys Mercedes Ciraiz Morales, asesora de la Asesoría Jurídica del Organismo Judicial e hija 
de la Jefa Administrativa del MP, Gladys Amanda Morales Fajardo. 
 
A manera de conclusión, el ascenso de Degenhart a Ministro de Gobernación tendría sus raíces en la 
estrecha alianza tejida quizá entre los cabecillas de los bloques más golpeados por la CICIG: la 
Municipalidad de Guatemala y su ex Alcalde, Arzú Irigoyen; los principales políticos y empresarios que 
guardan prisión preventiva en la Brigada Militar Mariscal Zavala, debido a sonados casos de corrupción 
de alto impacto; el actual Presidente de la República, Jimmy Morales Cabrera; y la estructura de 
empresarios que recibieron fuertes golpes con las investigaciones del MP y CICIG, y con quienes 
Degenhart desarrolló nexos en el pasado vía las empresas que constituyó. 
 



 

 
Luis Pedro Leonardo Coronado, arriba; Gladys Amanda Morales Fajardo, su suegra, abajo. 

 

 
 
 
 
 
 

 
En ciernes golpe técnico a la CC 

 
Durante el gobierno de Morales Cabrera y el FCN-Nación, esta macrored se activa en su totalidad y 
pasa de la defensa al ataque. Con todas las instituciones de gobierno mencionadas antes, ya ubicadas 
en la mira, hace de la CC su objetivo primordial. Tres son los Magistrados que se buscan expulsar de la 
CC, quienes han sido contrarios a sus intereses: Gloria Porras, Francisco de Matta y Bonerge Mejía. Se 
les busca acusar por el delito de prevaricato tras haber firmado la resolución que otorgó el amparo 
provisional que frenó la salida del Embajador de Suecia en Guatemala, Anders Kompass. 
 
De llegar a concretarse, la macrored tendría en sus manos a la institución clave que le permitirá retomar 
el control total de las instituciones estatales del sistema judicial y constitucional, y con ello cimentar y 
retomar el control del Estado para dejar impunes las estructuras de los poderes mafiosos. 



 
Con ese fin, en el viaje a Israel por el traslado de la Embajada de Guatemala, una estructura que está al 
frente de la CC y la Corte Suprema de Justicia (CSJ) se activó y fraguó esa suerte de golpe técnico 
contra los dos Magistrados y la Magistrada. Ese plan ha estado encabezado por la abogada evangélica 
Dina Ochoa, actual Presidenta de la CC y quien llegó a ese cargo nombrada por el mandatario en 
representación del Ejecutivo; y José Antonio Pineda Barales, actual Presidente de la CSJ. 
 
Uno de los principales operadores del plan es el abogado Giovanni Francisco Soto Santos, hijo del ex 
Magistrado de la CC, Cipriano Soto, un ríosmontista que estuvo en la CC durante el gobierno de Alfonso 
Portillo Cabrera y protegió con sus resoluciones a Efraín Ríos Montt. De pasado nefasto en la CC y en la 
Facultad de Derecho de la Universidad de San Carlos del cual fue Decano, Cipriano Soto es visto como 
la sombra en ese golpe técnico en ciernes, operando vía su hijo. Soto Santos fue asesor de la 
Procuraduría General de la República PGN) durante el gobierno de Otto Pérez Molina y el PP. 
 
Otros operadores del plan golpista son: el Magistrado del Consejo de la Carrera Judicial, Carlos 
Guillermo Guerra Jordán, electo Presidente de esa instancia judicial en octubre de 2017 en 
representación de la Asamblea de Jueces de Primera Instancia, y la Magistrada Suplente del primero, 
Gilma Esperanza Valladares Orellana, Representante de la Asamblea de Magistrados. 
 
De Gilma Esperanza Valladares Orellana, se sabe que es una abogada evangélica y socia del Bufete 
Hernández, Valladares y Asociados, en el que también aparecen como socios principales los abogados 
Sergio Aníbal Hernández Lemus y su hijo, Sergio Pablo Hernández García. El primero es ex Presidente 
de la Junta Directiva del Banco de los Trabajadores (BANTRAB), y guardando prisión preventiva por el 
“Caso BANTRAB” acusado de lavado de dinero, asociación ilícita y peculado, destapado por la CICIG y 
el MP en 2016. Tanto padre e hijo así como Valladares Orellana fueron señalados por el colaborador 
eficaz y ex directivo del banco, Eduardo José Liu Yon, de vínculos con el narcotráfico vía la 
narcotraficante Marllory Chacón, de conexiones con financiamientos corruptos de las campañas 
electorales de la Unidad Nacional de la Esperanza (UNE), PP y de la de Morales Cabrera -debe 
recordarse que Hernández Lemus llegó al BANTRAB nombrado por Álvaro Colom durante su gobierno-; 
y de nexos con el abogado Roberto López Villatoro, conocido como el “Rey del Tenis”, y quien guarda 
prisión preventiva por casos de corrupción que alcanzan a Magistrados del OJ, entre quienes se habría 
arreglado listados de postuladoras y la elección de Valladares Orellana para el cargo que ostenta, y 
desde donde conspira contra los Magistrados de la CC. 
 
Valladares Orellana también opera ese complot conjuntamente con el Secretario General de la 
Vicepresidencia, David Sentes Luna, abogado evangélico y hombre de confianza del actual 
Vicepresidente de la República, Jafet Cabrera Franco, también evangélico. 
 
En ese viaje a Israel, el mandatario Jimmy Morales logró el compromiso del gobernante israelita, 
Benjamín Netanyahu, quien también arrastra una larga investigación por corrupción, de cabildear ante el 
Secretario de Estado de Estados Unidos, Mike Pompeo, para presionar contra la CICIG desde el 
gobierno estadounidense. Se sabe que los cabilderos guatemaltecos en Estados Unidos han llegado 
hasta Pompeo. Pero lo más conocido hasta ahora, es el uso del caso de la familia rusa Bitkov que los 
cabilderos anti CICIG realizan por medio del congresista republicano Chris Smith, quien preside del 
Comité de Asuntos Exteriores del Congreso, y que por ahora han logrado suspender la ayuda 
estadounidense a CICIG. Esta campaña es respaldada por el activista multimillonario, William Browder, 
alguien con mucha influencia en Washington, y a quien los cabilderos convencieron para lograr llevar los 
señalamientos en contra de la CICIG a la Comisión Helsinki, la cual es presidida por Smith.4 Kenneth 
Merten, Subsecretario adjunto de la  Oficina de Asuntos del Hemisferio Occidental. 

                                                           
4 Esa Comisión lleva el apellido de Sergei Magnitsky, abogado ruso del Fondo de Inversiones Hermitage Capital 

Management creado por Browder en Rusia, en la década de 1990, y el origen de su fortuna. Magnitsky murió en 2009 

luego de pasar once meses en prisión preventiva. Browder había renunciado a la ciudadanía estadounidense, y adoptado 

la británica para evitar el pago de impuestos en Estados Unidos. Durante los últimos doce años, ese fondo de inversiones 

se vio involucrado en escándalos políticos y financieros, y Browder tuvo que salir de Rusia acusado y condenado en 



 
El Caso Bitkov, que condujo a decenas de capturas de una estructura de tráfico ilegal de personas 
entronizada en la Dirección General de Migración, también es motivo de ataques y campañas de litigio 
amañado contra la jueza Erika Aifan, titular del Tribunal de Mayor Riesgo D, que está a cargo de 
proceso judicial de la familia Bitkov la cual es uno de los eslabones en ese Caso. 
 
Otros jueces titulares de los Tribunales de Mayor Riesgo B y C, Miguel Ángel Gálvez y Pablo Xitumul, 
respectivamente, quienes llevan varios casos sensibles por las figuras políticas, militares y 
empresariales involucradas también son sujeto de presiones desde las mismas instancias judiciales, 
como la Supervisión General de Tribunales, que parecen orientadas desde los sectores que pertenecen 
a la macrored y que operan dentro del sistema judicial. 
 
 
 

 

 

                                                                                                                                                                                                       
ausencia por una millonaria evasión fiscal. Es la base de su enemistad con el gobernante ruso, Vladimir Putin, y el por qué 

acogió el caso contra la CICIG. 


